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PROYECTO DE ACUERDO N° 265 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

 “POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL BANCO DE HOJAS DE VIDA DE LOS 
CONTRATISTAS DEL DISTRITO CAPITAL”. 

 

1. OBJETO DEL PROYECTO DE ACUERDO 

El objeto del Proyecto de Acuerdo, es crear el BANCO DE HOJAS DE VIDA de contratistas del 
Distrito Capital.  
 
2. ANTECEDENTES 
 
El Proyecto de Acuerdo, ha sido presentado en las siguientes oportunidades:  
 

Número del 
Proyecto 

Ponentes Tramite 

 
Proyecto de Acuerdo No. 057 de 2019 

Pedro Javier Santiesteban –                          
Ponencia   Positiva Luz Mireya Camelo –  
Ponencia Negativa 

 
No fue debatido,        

archivado. 

Proyecto de Acuerdo No. 183 de 2019, acumulado por                                          
unidad de materia con el Proyecto de Acuerdo No. 204 

de 2019 (Autoría de la Bancada del Centro Democrático) 

Edward Aníbal Arias, José David 
Castellanos, PedroJavier Santiesteban – 
Ponencia positiva conjunta 

No fue debatido,        
archivado. 
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3. JUSTIFICACIÓN 
 
La Ley 1150 de 2007, expone en su artículo 2 las diferentes modalidades de contratación con 
recursos públicos. Entre las cuales se encuentran: licitación pública, selección abreviada, concurso 
de méritos y contratación directa. La licitación pública es la regla general en la contratación pública, 
solo se utilizarán el resto de modalidades en casos taxativos. Uno de las excepciones a la regla 
general, se da cuando se requiera la prestación de servicios profesionales y de apoyo en la gestión, 
ya que en este caso se deberá acudir a la contratación directa.  
 
Los contratos de prestación de servicios profesionales se definen en el numeral 3 del artículo 32 de 
la Ley 80 de 1993, como aquellos que se celebran con personas naturales o jurídicas cuando las 
funciones a contratar no puedan realizarse por el personal de planta o requieran conocimientos 
especializados. Este tipo de contratos no generan relación laboral, ni prestaciones sociales y solo 
podrán celebrarse por un término estrictamente indispensable.  
 
La Corte Constitucional, mediante la Sentencia C- 154 de 1997 estudió la constitucionalidad de 
algunos apartados del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, determinando las siguientes características 
del contrato de prestación de servicios:  

 
“ 

a) La prestación de servicios versa sobre una obligación de hacer para la ejecución de 
labores en razón de la experiencia, capacitación y formación profesional de una 
persona en determinada materia, con la cual se acuerdan las respectivas labores 
profesionales. 
 
El objeto contractual lo conforma la realización temporal de actividades inherentes al 
funcionamiento de la entidad respectiva, es decir, relacionadas con el objeto y 
finalidad para la cual fue creada y organizada. Podrá, por esta razón, el contrato de 
prestación de servicios tener también por objeto funciones administrativas en los 
términos que se establezcan por la ley, de acuerdo con el mandato constitucional 
contenido en el inciso segundo del artículo 210 de la Constitución Política, según el 
cual “...Los particulares pueden cumplir funciones administrativas en las condiciones 
que señale la ley.”. 
 

b) La autonomía e independencia del contratista desde el punto de vista técnico y 
científico, constituye el elemento esencial de este contrato. Esto significa que el 
contratista dispone de un amplio margen de discrecionalidad en cuanto concierne a 
la ejecución del objeto contractual dentro del plazo fijado y a la realización de la labor, 
según las estipulaciones acordadas. 
 
Es evidente que por regla general la función pública se presta por parte del personal 
perteneciente a la entidad oficial correspondiente y sólo, excepcionalmente, en los 
casos previstos, cuando las actividades de la administración no puedan realizarse 
con personal de planta o requieran de conocimientos especializados, aquellas 
podrán ser ejercidas a través de la modalidad del contrato de prestación de servicios. 
 

c) La vigencia del contrato es temporal y, por lo tanto, su duración debe ser por tiempo 
limitado y el indispensable para ejecutar el objeto contractual convenido. En el caso 
de que las actividades con ellos atendidas demanden una permanencia mayor e 
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indefinida, excediendo su carácter excepcional y temporal para convertirse en 
ordinario y permanente, será necesario que la respectiva entidad adopte las medidas 
y provisiones pertinentes a fin de que se dé cabal cumplimiento a lo previsto en el 
artículo 122 de la Carta Política, según el cual se requiere que el empleo público 
quede contemplado en la respectiva planta y previstos sus emolumentos en el 
presupuesto correspondiente. 

   ” 
 
En este mismo fallo, la Corte Constitucional fue enfática en señalar que las entidades estatales no 
pueden acudir a la figura del contrato de prestación de servicios cuando no tengan suficiente personal, 
ya que como lo señala la Ley esta figura debe ser excepcionalmente usada cuando se requieran 
conocimientos especializados específicos.  
 
Como quedo establecido en el numeral anterior, a la luz de las normas y la jurisprudencia hoy vigentes, 
los contratos de prestación de servicios son una modalidad de contratación que “excepcionalmente” 
puede ser utilizado por las administraciones públicas para el cumplimiento de los fines constitucional y 
legalmente asignados a ellas, que no pueden confundirse o asimilarse a una relación laboral, ni 
convertirse en una práctica recurrente y permanente en la contratación estatal. 
 
En las últimas décadas se ha usado incorrectamente la figura de los contratos de prestación de 
servicio en la administración pública colombiana. Según algunos expertos, este tipo de contratación 
supera en número y en cuantía a los empleos de planta de muchas de las entidades públicas, lo 
cual, se ha mencionado reiteradamente es ilegal debido a que esta modalidad de contratación debe 
ser excepcional, por otra parte, a muchos contratistas  
 
La doctrina ha puesto de presente los grandes problemas que trae consigo la delimitación de los 
contratos de prestación de servicios frente al contrato realidad1, y por obvias razones las diferencias 
abismales con un vínculo laboral:  
 

“Las diferencias entre el contrato de prestación de servicios y el vínculo laboral han sido 
caracterizadas de manera reiterada por la jurisprudencia. De los tres elementos que 
caracterizan el contrato de trabajo, esto es: la prestación personal del servicio, la 
remuneración como contraprestación del mismo y la subordinación del trabajador al 
empleador, los dos primeros son comunes al contrato de prestación de servicios, cuando el 
contratista es una persona natural. Por el contrario, el tercer elemento, la subordinación, 
constituye la diferencia esencial entre los dos tipos de relación. El contratista de prestación 
de servicios ejecuta las tareas a él confiadas con la autonomía propia de un empresario o de 
un profesional independiente.  Una jurisprudencia amplia y unánime confirma la importancia 
esencial del elemento característico, encabezada por la sentencia de la Corte Constitucional 
que declaró la exequibilidad de la definición del contrato de prestación de servicios, contenida 
en la ley 80 de 1993 (art. 32.3) secundada por numerosas providencias del Consejo de 
Estado. 

 

                                                        
1 Benavides, José Luis. Contrato de prestación de servicios. Difícil delimitación frente al contrato realidad.                                 
Revista Derecho del Estado No. 25, diciembre de 2010, pp. 85-115, Universidad Externado de Colombia.  
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A este elemento distintivo esencial podría agregarse otro igualmente resaltado de manera 
reiterada por la jurisprudencia: la temporalidad. Estos contratos se celebran, como lo 
prescribe el artículo 32.3 de la ley 80 de 1993, “por el tiempo estrictamente necesario”. “Por 
regla general la función pública se presta por parte del personal de planta perteneciente a 
una entidad estatal, nos recuerda la Corte Constitucional, y sólo de manera excepcional y en 
los casos previstos en la ley, aquélla puede ser desarrollada por personas que se vinculan a 
través de la modalidad del contrato de prestación de Servicios”. 
 
Este par de condiciones evidentes contienen en realidad dificultades muy significativas para 
su concreción, tanto del carácter excepcional de recurrir a la figura, como de la calificación 
específica de la relación subordinada”. 

 
Lamentablemente, en muchas entidades estatales, el número de contratistas supera la cifra de 
funcionarios de planta y de provisionalidad y, por otra parte, existen situaciones en las que los 
contratistas deben cumplir funciones misionales, por consiguiente, terminan subordinados y 
cumpliendo horarios de la misma manera que lo hacen los empleados vinculados laboralmente.  
  
En reiteradas oportunidades, el Consejo de Estado ha manifestado que la figura del contrato de 
prestación de servicios “no puede constituirse en un instrumento para desconocer los derechos 
laborales y conforme a ello, en aras de hacer triunfar la relación laboral sobre las formas que 
pretendan ocultarla, es dable acudir al precepto constitucional del artículo 53 de la C.P. que 
contempla la primacía de la realidad sobre las formalidades establecidas por los sujetos de las 
relaciones laborales y la irrenunciabilidad a los beneficios mínimos establecidos en las normas, con 
la finalidad de exigir la especial protección en igualdad de condiciones de quienes realizan la misma 
función pero en calidad de servidores públicos. 
 
Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha establecido que los contratos de prestación de 
servicios personales son válidos constitucionalmente, siempre y cuando (i) no se trate de funciones 
propias y permanentes de la entidad; (ii) no puedan ser realizadas por el personal de planta, y (iii) 
requieran de conocimientos especializados; lo anterior, con el fin de garantizar el respeto del 
derecho al trabajo, los derechos de los servidores públicos y los principios que informan la 
administración pública”2. 
 
En el Concepto 183681 de 2016 del Departamento Administrativo de la Función Pública, se 
manifiesta que “un contratista no podría desarrollar funciones de carácter permanente dentro de 
una entidad ya que el contrato de prestación de servicios es una modalidad de vinculación con el 
Estado de tipo excepcional que se justifica constitucionalmente si es concebida como un 
instrumento para atender funciones ocasionales, que son aquellas que no hacen parte del “giro 
ordinario” de las labores encomendadas a la entidad, o que, siendo parte de ellas, no pueden 
ejecutarse con empleados de planta o requieren de conocimientos especializados”. 
 
En el segundo semestre del 2018, se radicaron derechos de petición ante 39 entidades distritales, 
donde se les preguntó sobre los contratos de prestación de servicios suscritos, el monto de los 
mismos, los funcionarios de carrera y los funcionarios de libre nombramiento y remoción. De estas 
respuestas se señalar los siguientes datos relevantes3: 
 
                                                        
2 Sentencia Rad. No.: 81001-23-33-000-2012-00020-01(0316-14) del 4 de febrero de 2016. Consejero Ponente: Gerardo 
Arenas Monsalve. Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección “B”. 
3 La información sobre el año 2018 es con corte entre agosto y noviembre.  
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- La Administración Peñalosa, ha suscrito 105.344 contratos de prestación de servicios por un 
valor total de 2.7 billones de pesos.  Lo anterior, discriminado de la siguiente manera: 
 

§ 2016: 41.117 contratos de prestación de servicios por el valor de setecientos setenta 
y seis mil seiscientos doce millones de pesos ($776.612.709.578). 

§ 2017: 33.253 contratos de prestación de servicios por el monto de un billón de pesos 
($ 1.018.045.780.624). 

§ 2018: 30.974 contratos de prestación de servicios por la suma de novecientos 
noventa y ocho mil quinientos treinta millones de pesos ($ 998.530.134.826).  

§ Se encuentra que en las entidades consultadas hay un total 5.831 funcionarios de 
carrera administrativa, 5.244 funcionarios provisionales y 849 funcionarios de libre 
nombramiento y remoción. 

 
- Las entidades que más contratos de prestación de servicios suscribieron entre 2016 y 2018 

fueron: Secretaría de Integración Social, Instituto Distrital de Recreación y Deporte, 
Secretaría de Educación, IDIPRON Y Secretaría Distrital de Ambiente. Las entidades que 
suscribieron contratos con un monto total más alto son: Secretaría de Integración Social, 
Instituto Distrital de Recreación y Deporte, Secretaría de Educación del Distrito, Instituto de 
Desarrollo Urbano y Secretaría Distrital de Movilidad.  
 

§ Secretaría de Integración Social: Durante esta administración, se suscribieron un 
total de 29.627 contratos de prestación de servicios, por un valor de $683.903 
millones de pesos. Discriminados de la siguiente forma: 13.018 en el 2016, 8.538 en 
2017 y en lo corrido del 2018, 8.071 contratos de prestación de servicios. En esta 
entidad, actualmente solo están vinculados 867 funcionarios de carrera 
Administrativa y 58 funcionarios de libre nombramiento y remoción.  

§ Instituto Distrital de Recreación y Deporte: En estos tres años, se suscriben 10.265 
contratos de prestación de servicios, por un valor de $277.075 millones de pesos. En 
el 2016: 3978, 2017: 2958 y transcurrido de 2018: 3329. Solamente 209 funcionarios 
están vinculados por carrera administrativa y 24 funcionarios de libre nombramiento 
y remoción. 

§ Secretaría de Educación: Se han suscrito 7.947 contratos de prestación de servicios, 
por un valor de $211.328 millones de pesos. En el 2016: 3690, 2017: 2092 y en lo 
que va de 2018: 2165. Actualmente se encuentran vinculados 1476 funcionarios de 
carrera administrativa y 54 por libre nombramiento y remoción. 

§ IDU: Desde 2016 a lo corrido de 2018, se han suscrito 3.742 contratos de prestación 
de servicios, por una suma que asciende a los $159.585 millones de pesos. En el 
2016: 1048, 2017: 1335 y en lo trascurrido del 2018: 1359. Este año se encuentran 
vinculadas 334 personas como funcionarios de carrera administrativa y 45 como 
funcionarios por libre nombramiento y remoción. 

§ Secretaría de Movilidad: En los 3 años de la Administración se han suscrito 4.648 
contratos, por un valor total de $143.957 millones de pesos. En el 2016: 1152, 2017: 
1797 y 2018: 1699. Se encuentran vinculados 99 funcionarios de carrera 
administrativa y 27 funcionarios de libre nombramiento y remoción. 
 

Como conclusión a la información recibida, llama la atención que entre 2016 y 2017, se pasó de 
41.117 contratos de prestación de servicios a 33.253, lo que equivale a reducir en un 19% el número 
de contratos por suscritos, pero se incrementó el monto de los contratos en un 31%, pasando en 
2016 de $776.612.709.578 a 2017 de $1.018.045.780.624.  
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Igual sucede con lo transcurrido en el año 2018, ya que sin terminar el año y a pesar de que se 
estaba bajo la Ley de garantías por varios meses, se habían suscrito 30.974 contratos de prestación 
de servicios por un monto que casi alcanza el billón de pesos ($998.530.134.826).  
 
También es abismal la diferencia existente entre el número de contratistas frente a los funcionarios 
de carrera, provisionales y de libre nombramiento y remoción. Siendo el número de contratistas en 
las entidades, mayor a la cifra de funcionarios de carrera administrativa, funcionarios provisionales 
y funcionarios de libre nombramiento y remoción. 
 
Según las cifras expuestas, la contratación por prestación de servicios ha sido una constante 
durante el periodo de la actual Administración. Lo que debe revisarse, es que los contratistas no 
estén bajo condiciones en las cuales se estén constituyendo verdaderas relaciones laborales. No 
puede olvidarse que el trabajo es un derecho fundamental y constitucionalmente se exige que todas 
las personas tengan condiciones dignas y justa en su lugar de trabajo. 
 
No se puede permitir que se aumente la burocracia con esta cantidad de contratos, y debe 
verificarse que la contratación por prestación de servicios este respondiendo a una necesidad real 
de cada entidad.  
 
La Ley 1712 de 2014 “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho de 
Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones”, el objeto de esta Ley es 
regular el acceso a la información pública, y estipula que toda la información que manejen las 
entidades públicas, los órganos del Estado, entre otros4, debe ser publica salvo disposición legal en 
contrario.  
 
El artículo 9 de la Ley 1712, establece que los sujetos obligados deben publicar obligatoriamente 
“en los sistemas de información del Estado o herramientas que lo sustituyan” una información 
mínima, entre la cual, se menciona “Un directorio que incluya el cargo, direcciones de correo 
electrónico y teléfono del despacho de los empleados y funcionarios y las escalas salariales 
correspondientes a las categorías de todos los servidores que trabajan en el sujeto obligado, de 
conformidad con el formato de información de servidores públicos y contratistas”.  
 

                                                        
4 Artículo 5, Ley 1712 de 2014. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a las siguientes personas 
en calidad de sujetos obligados: 
a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las Ramas del Poder Público, en todos los niveles de la 
estructura estatal, central o descentralizada por servicios o territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, 
municipal y distrital; 
b) Los órganos, organismos y entidades estatales independientes o autónomos y de control; 
c) Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas, que presten función pública, que presten servicios públicos 
respecto de la información directamente relacionada con la prestación del servicio público; 
d) Cualquier persona natural, jurídica o dependencia de persona jurídica que desempeñe función pública o de autoridad 
pública, respecto de la información directamente relacionada con el desempeño de su función; 
e) Los partidos o movimientos políticos y los grupos significativos de ciudadanos; 
f) Las entidades que administren instituciones parafiscales, fondos o recursos de naturaleza u origen público. 
Las personas naturales o jurídicas que reciban o intermedien fondos o beneficios públicos territoriales y nacionales y no 
cumplan ninguno de los otros requisitos para ser considerados sujetos obligados, solo deberán cumplir con la presente ley 
respecto de aquella información que se produzca en relación con fondos públicos que reciban o intermedien. 
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Por mandato legal5, las actuaciones de la Administración deben enmarcarse en varios principios, 
entre los cuales, encontramos los principios de transparencia y publicidad. En virtud de estos 
principios, las actuaciones administrativas deben ser públicas y todas las personas podrán tener 
acceso a dicha información.  
 
Según lo establecido en la Ley 1712 de 2014 y los principios de transparencia y publicidad, 
consideramos necesaria la creación de una base de datos que contenga la información de las 
personas que suscriban contratos de prestación de servicios en todas las entidades del nivel central 
y descentralizado del Distrito Capital. Atendiendo a su vez, al alto número de contratos suscritos en 
el Distrito y al monto considerable de los mismos. De esta forma, todos los ciudadanos tendremos 
un acceso fácil a esta información a la cual debe hacérsele un control minucioso para evitar 
irregularidades.  
 
Actualmente existe una plataforma llamada SECOP, a través de la cual las entidades estatales 
deben publicar todos los documentos relacionados con sus procesos de contratación. Analizando 
esta herramienta, encontramos que para buscar se debe hacer de una manera específica y no hay 
forma de encontrar la información generalizada, por ejemplo, no hay la posibilidad de encontrar con 
una sola búsqueda los contratos celebrados por todas las entidades del Distrito Capital durante el 
año 2018. Es por lo anterior, que creemos en la importancia y necesidad de esta iniciativa, ya que 
lo que buscamos es que los ciudadanos puedan acceder a la información contractual de la 
Administración en un solo lugar y de una manera fácil y sencilla.   
 
La Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, será el ente encargado de crear, manejar y 
difundir la información contenida en el BANCO DE HOJAS DE VIDA de los contratistas del Distrito 
Capital, teniendo en cuenta que entre sus funciones básicas contenidas en el artículo  48 Acuerdo 
257 de 2006, se encuentran las de “Dirigir y coordinar la política laboral del Distrito Capital” y la de 
“Liderar, orientar y coordinar la política del sistema integral de información y su desarrollo 
tecnológico”. 

4. MARCO JURÍDICO 

Constitución Política de Colombia 

Artículo 25. El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus                                       
modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y justas. 

Artículo 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los 
de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás 
que determine la ley. 

Los funcionarios, cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la 
ley, serán nombrados por concurso público. 

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se harán previo cumplimiento de los 
requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes. 

                                                        
5 Artículo 209, Constitución Política de Colombia. Artículo 23, Ley 80 de 1993. Artículo 3, Ley 489 de 1998. 
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El retiro se hará: por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación del 
régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley. 

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un 
empleo de carrera, su ascenso o remoción. 

PARAGRAFO. Los períodos establecidos en la Constitución Política o en la ley para cargos de 
elección tienen el carácter de institucionales. Quienes sean designados o elegidos para ocupar tales 
cargos, en reemplazo por falta absoluta de su titular, lo harán por el resto del período para el cual 
este fue elegido. 

Artículo 209. La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con 
fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y 
publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones. 

Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado                                
cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, en todos sus órdenes, tendrá un 
control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 

Leyes  

• Ley 80 de 1993 “Por la cual se expide el Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública” 

Artículo 23. De Los Principios de las Actuaciones Contractuales de las Entidades Estatales. 
Las actuaciones de quienes intervengan en la contratación estatal se desarrollarán con 
arreglo a los principios de transparencia, economía y responsabilidad y de conformidad con 
los postulados que rigen la función administrativa. Igualmente, se aplicarán en las mismas 
las normas que regulan la conducta de los servidores públicos, las reglas de interpretación 
de la contratación, los principios generales del derecho y los particulares del derecho 
administrativo. 

Artículo 24. Del principio de Transparencia. En virtud de este principio: 

1o.   Numeral Derogado por el art. 32 de la Ley 1150 de 2007.  
2o. En los procesos contractuales los interesados tendrán oportunidad de conocer y 
controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual se 
establecerán etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la 
posibilidad de expresar observaciones. 
3o. Las actuaciones de las autoridades serán públicas y los expedientes que las contengan 
estarán abiertos al público, permitiendo en el caso de licitación el ejercicio del derecho de 
que trata el artículo 273 de la Constitución Política. 
4o. Las autoridades expedirán a costa de aquellas personas que demuestren interés 
legítimo, copia de las actuaciones y propuestas recibidas, respetando la reserva de que 
gocen legalmente las patentes, procedimientos y privilegios. 
5o.  En los pliegos de condiciones: 
(…) 
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6o. En los avisos de publicación de apertura de la licitación y en los pliegos de condiciones, 
se señalarán las reglas de adjudicación del contrato. 
7o. Los actos administrativos que se expidan en la actividad contractual con ocasión de ella, 
salvo los de mero trámite, se motivarán en forma detallada y precisa e igualmente lo serán 
los informes de evaluación, el acto de adjudicación y la declaratoria de desierto del proceso 
de escogencia.  
8o. Las autoridades no actuarán con desviación o abuso de poder y ejercerán sus 
competencias exclusivamente para los fines previstos en la ley. Igualmente, les será 
prohibido eludir los procedimientos de selección objetiva y los demás requisitos previstos en 
el presente estatuto. 
9o. Los avisos de cualquier clase a través de los cuales se informe o anuncie la celebración 
o ejecución de contratos por parte de las entidades estatales, no podrán incluir referencia 
alguna al nombre o cargo de ningún servidor público. 

Parágrafo 1º.-  Derogado por el art. 32, Ley 1150 de 2007.  

Parágrafo 2º.- El Gobierno Nacional expedirá, dentro de los seis (6) meses siguientes a la 
promulgación de esta ley, un reglamento de contratación directa, cuyas disposiciones 
garanticen y desarrollen los principios de economía, transparencia y selección objetiva 
previstos en ella. 

Si el Gobierno no expidiere el reglamento respectivo, no podrá celebrarse directamente 
contrato alguno por ninguna entidad estatal so pena de su nulidad. 

Parágrafo 3º.- Cuando la venta de los bienes de las entidades estatales deba efectuarse por 
el sistema de martillo, se hará a través del procedimiento de subasta que realicen las 
entidades financieras debidamente autorizadas para el efecto y vigiladas por la 
Superintendencia Bancaria. 

La selección de la entidad vendedora la hará la respectiva entidad estatal, de acuerdo con 
los principios de transparencia, economía, responsabilidad y selección objetiva y teniendo 
en cuenta la capacidad administrativa que pueda emplear cada entidad financiera para 
realizar los remates. 

Artículo 32. De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos jurídicos 
generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 
estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del 
ejercicio de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a 
continuación 

(…) 

3o. Contrato de prestación de servicios 

Son contratos de prestación de servicios los que celebren las entidades estatales para 
desarrollar actividades relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. 
Estos contratos sólo podrán celebrarse con personas naturales cuando dichas actividades 
no puedan realizarse con personal de planta o requieran conocimiento especializados. 
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En ningún caso estos contratos generan relación laboral ni prestaciones sociales y se 
celebrarán por el término estrictamente indispensable. 

(…) 

• Ley 190 de 1995 “Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en 
la Administración Pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la corrupción 
administrativa” 

Artículo 2. Modificado por el Artículo 81 de la Ley 443 de 1998.  Créase para todas las Ramas 
del Poder Público, sus organismos de control y la Registraduría Nacional del Estado Civil, 
en el nivel nacional, el Sistema Único de Información de Personal, como un sistema 
estructurado para la formulación de políticas que garanticen el desarrollo y la gestión de la 
Función Pública, de acuerdo con la reglamentación que para el efecto expida el Gobierno. 

Parágrafo. La inclusión de los contratistas de prestación de servicios en el Sistema Único de 
Información de Personal no genera vínculo laboral alguno con la administración pública ni 
da lugar a un régimen de carrera o prestacional especial. 

Artículo 3. Modificado por el Artículo 81 de la Ley 443 de 1998. La Hoja de Vida de los 
servidores públicos o de los contratistas de la administración, contendrá las modificaciones 
sucesivas que se produzcan a lo largo de toda la vida laboral o vinculación contractual, en 
los términos en que lo establezca el reglamento. 

• Ley 489 de 1998 “Por la cual se dictan normas sobre la organización y funcionamiento 
de las entidades del orden nacional, se expiden las disposiciones, principios y reglas 
generales para el ejercicio de las atribuciones previstas en los numerales 15 y 16 del 
artículo 189 de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones” 

Artículo 3. Principios de la función administrativa. La función administrativa se desarrollará 
conforme a los principios constitucionales, en particular los atinentes a la buena fe, igualdad, 
moralidad, celeridad, economía, imparcialidad, eficacia, eficiencia, participación, publicidad, 
responsabilidad y transparencia. Los principios anteriores se aplicarán, igualmente, en la 
prestación de servicios públicos, en cuanto fueren compatibles con su naturaleza y régimen. 

Parágrafo. Los principios de la función administrativa deberán ser tenidos en cuenta por los 
órganos de control y el Departamento Nacional de Planeación, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 343 de la Constitución Política, al evaluar el desempeño de las 
entidades y organismos administrativos y al juzgar la legalidad de la conducta de los 
servidores públicos en el cumplimiento de sus deberes constitucionales, legales o 
reglamentarios, garantizando en todo momento que prime el interés colectivo sobre el 
particular. 
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• Ley 1150 de 2007 “Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la 
transparencia en la Ley 80 de 1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la 
contratación con Recursos Públicos” 

Artículo 2°. De las modalidades de selección. La escogencia del contratista se efectuará con 
arreglo a las modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada, concurso 
de méritos y contratación directa, con base en las siguientes reglas: 

1. Licitación pública. La escogencia del contratista se efectuará por regla general a través 
de licitación pública, con las excepciones que se señalan en los numerales 2, 3 y 4 del 
presente artículo. 

Cuando la entidad estatal así lo determine, la oferta en un proceso de la licitación pública 
podrá ser presentada total o parcialmente de manera dinámica mediante subasta inversa, 
en las condiciones que fije el reglamento. 

(…) 

4. Contratación directa. La modalidad de selección de contratación directa, solamente 
procederá en los siguientes casos: 

a) Urgencia manifiesta; 
b) Contratación de empréstitos; 
c) Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos 
tengan relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus 
reglamentos. Se exceptúan los contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia 
pública cuando las instituciones de educación superior públicas sean las ejecutoras. Estos 
contratos podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de 
licitación pública o de selección abreviada de acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 
y 2 del presente artículo. 
En aquellos eventos en que el régimen de la ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la 
ejecución de dichos contratos estará en todo caso sometida a los principios de la función 
administrativa a que se refiere el artículo 209 de la Constitución Política, al deber de 
selección objetiva y al régimen de inhabilidades e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 
salvo que se trate de Instituciones de Educación Superior Públicas, caso en el cual la 
celebración y ejecución podrán realizarse de acuerdo con las normas específicas de 
contratación de tales entidades, en concordancia con el respeto por la autonomía 
universitaria consagrada en el artículo 69 de la Constitución Política. 
En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar algunas de las 
actividades derivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el subcontratista, contratar o 
vincular a las personas naturales o jurídicas que hayan participado en la elaboración de los 
estudios, diseños y proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato principal. 
Estarán exceptuados de la figura del contrato interadministrativo, los contratos de seguro de 
las entidades estatales; 
d) La contratación de bienes y servicios en el sector Defensa y en el Departamento 
Administrativo de Seguridad, DAS, que necesiten reserva para su adquisición;  
e) Los contratos para el desarrollo de actividades científicas y tecnológicas; 
f) Los contratos de encargo fiduciario que celebren las entidades territoriales cuando inician 
el Acuerdo de Reestructuración de Pasivos a que se refieren las Leyes 550 de 1999, 617 de 
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2000 y las normas que las modifiquen o adicionen, siempre y cuando los celebren con 
entidades financieras del sector público; 
g) Cuando no exista pluralidad de oferentes en el mercado; 
h) Para la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o para la ejecución 
de trabajos artísticos que sólo puedan encomendarse a determinadas personas naturales; 
i) El arrendamiento o adquisición de inmuebles. 
j) Adicionado por el art. 125, Ley 1753 de 2015. 
 
Parágrafo 1°. La entidad deberá justificar de manera previa a la apertura del proceso de 
selección de que se trate, los fundamentos jurídicos que soportan la modalidad de selección 
que se propone adelantar. 

Parágrafo 2°. El procedimiento aplicable para la ejecución de cada una de las causales a 
que se refiere el numeral 2° del presente artículo, deberá observar los principios de 
transparencia, economía, responsabilidad y las siguientes reglas: 

1. Se dará publicidad a todos los procedimientos y actos. 

(…) 

• Ley 1712 de 2014 “Por medio de la cual se crea la Ley de Transparencia y del Derecho 
de Acceso a la Información Pública Nacional y se dictan otras disposiciones” 

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente ley es regular el derecho de acceso a la 
información pública, los procedimientos para el ejercicio y garantía del derecho y las 
excepciones a la publicidad de información. 

Artículo 2°. Principio de máxima publicidad para titular universal. Toda información en 
posesión, bajo control o custodia de un sujeto obligado es pública y no podrá ser reservada 
o limitada sino por disposición constitucional o legal, de conformidad con la presente ley. 

Artículo 3°. Otros principios de la transparencia y acceso a la información pública. En la 
interpretación del derecho de acceso a la información se deberá adoptar un criterio de 
razonabilidad y proporcionalidad, así como aplicar los siguientes principios: 

Principio de transparencia. Principio conforme al cual toda la información en poder de los 
sujetos obligados definidos en esta ley se presume pública, en consecuencia, de lo cual 
dichos sujetos están en el deber de proporcionar y facilitar el acceso a la misma en los 
términos más amplios posibles y a través de los medios y procedimientos que al efecto 
establezca la ley, excluyendo solo aquello que esté sujeto a las excepciones constitucionales 
y legales y bajo el cumplimiento de los requisitos establecidos en esta ley. 

Principio de buena fe. En virtud del cual todo sujeto obligado, al cumplir con las obligaciones 
derivadas del derecho de acceso a la información pública, lo hará con motivación honesta, 
leal y desprovista de cualquier intención dolosa o culposa. 
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Principio de facilitación. En virtud de este principio los sujetos obligados deberán facilitar el 
ejercicio del derecho de acceso a la información pública, excluyendo exigencias o requisitos 
que puedan obstruirlo o impedirlo. 

Principio de no discriminación. De acuerdo al cual los sujetos obligados deberán entregar 
información a todas las personas que lo soliciten, en igualdad de condiciones, sin hacer 
distinciones arbitrarias y sin exigir expresión de causa o motivación para la solicitud. 

Principio de gratuidad. Según este principio el acceso a la información pública es gratuito y 
no se podrá cobrar valores adicionales al costo de reproducción de la información. 

Principio de celeridad. Con este principio se busca la agilidad en el trámite y la gestión 
administrativa. Comporta la indispensable agilidad en el cumplimiento de las tareas a cargo 
de entidades y servidores públicos. 

Principio de eficacia. El principio impone el logro de resultados mínimos en relación con las 
responsabilidades confiadas a los organis-mos estatales, con miras a la efectividad de los 
derechos colectivos e individuales. 

Principio de la calidad de la información. Toda la información de interés público que sea 
producida, gestionada y difundida por el sujeto obligado, deberá ser oportuna, objetiva, 
veraz, completa, reutilizable, procesable y estar disponible en formatos accesibles para los 
solicitantes e interesados en ella, teniendo en cuenta los procedimientos de gestión 
documental de la respectiva entidad. 

Principio de la divulgación proactiva de la información. El derecho de acceso a la información 
no radica únicamente en la obligación de dar respuesta a las peticiones de la sociedad, sino 
también en el deber de los sujetos obligados de promover y generar una cultura de 
transparencia, lo que conlleva la obligación de publicar y divulgar documentos y archivos 
que plasman la actividad estatal y de interés público, de forma rutinaria y proactiva, 
actualizada, accesible y comprensible, atendiendo a límites razonables del talento humano 
y recursos físicos y financieros. 

Principio de responsabilidad en el uso de la información. En virtud de este, cualquier persona 
que haga uso de la información que proporcionen los sujetos obligados, lo hará atendiendo 
a la misma. 

Artículo 5°. Ámbito de aplicación. Las disposiciones de esta ley serán aplicables a las 
siguientes personas en calidad de sujetos obligados: 

a) Toda entidad pública, incluyendo las pertenecientes a todas las Ramas del Poder Público, 
en todos los niveles de la estructura estatal, central o descentralizada por servicios o 
territorialmente, en los órdenes nacional, departamental, municipal y distrital; 
b) Los órganos, organismos y entidades estatales independientes o autónomos y de control; 
c) Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas, que presten función pública, que 
presten servicios públicos respecto de la información directamente relacionada con la 
prestación del servicio público; 
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d) Cualquier persona natural, jurídica o dependencia de persona jurídica que desempeñe 
función pública o de autoridad pública, respecto de la información directamente relacionada 
con el desempeño de su función; 
e) Los partidos o movimientos políticos y los grupos significativos de ciudadanos; 
f) Las entidades que administren instituciones parafiscales, fondos o recursos de naturaleza 
u origen público. 

Las personas naturales o jurídicas que reciban o intermedien fondos o beneficios públicos 
territoriales y nacionales y no cumplan ninguno de los otros requisitos para ser considerados 
sujetos obligados, solo deberán cumplir con la presente ley respecto de aquella información 
que se produzca en relación con fondos públicos que reciban o intermedien. 

Parágrafo 1°. No serán sujetos obligados aquellas personas naturales o jurídicas de carácter 
privado que sean usuarios de información pública. 

Artículo 7°. Disponibilidad de la Información. En virtud de los principios señalados, deberá 
estar a disposición del público la información a la que hace referencia la presente ley, a 
través de medios físicos, remotos o locales de comunicación electrónica. Los sujetos 
obligados deberán tener a disposición de las personas interesadas dicha información en la 
Web, a fin de que estas puedan obtener la información, de manera directa o mediante 
impresiones. Asimismo, estos deberán proporcionar apoyo a los usuarios que lo requieran y 
proveer todo tipo de asistencia respecto de los trámites y servicios que presten. 

Parágrafo. Se permite en todo caso la retransmisión de televisión por internet cuando el 
contenido sea información pública de entidades del Estado o noticias al respecto. 

Artículo 9°. Información mínima obligatoria respecto a la estructura del sujeto obligado. Todo 
sujeto obligado deberá publicar la siguiente información mínima obligatoria de manera 
proactiva en los sistemas de información del Estado o herramientas que lo sustituyan: 

a) La descripción de su estructura orgánica, funciones y deberes, la ubicación de sus sedes 
y áreas, divisiones o departamentos, y sus horas de atención al público; 
b) Su presupuesto general, ejecución presupuestal histórica anual y planes de gasto público 
para cada año fiscal, de conformidad con el artículo 74 de la Ley 1474 de 2011; 
c) Un directorio que incluya el cargo, direcciones de correo electrónico y teléfono del 
despacho de los empleados y funcionarios y las escalas salariales correspondientes a las 
categorías de todos los servidores que trabajan en el sujeto obligado, de conformidad con 
el formato de información de servidores públicos y contratistas; 
d) Todas las normas generales y reglamentarias, políticas, lineamientos o manuales, las 
metas y objetivos de las unidades administrativas de conformidad con sus programas 
operativos y los resultados de las auditorías al ejercicio presupuestal e indicadores de 
desempeño; 
e) Su respectivo plan de compras anual, así como las contrataciones adjudicadas para la 
correspondiente vigencia en lo relacionado con funcionamiento e inversión, las obras 
públicas, los bienes adquiridos, arrendados y en caso de los servicios de estudios o 
investigaciones deberá señalarse el tema específico, de conformidad con el artículo 74 de 
la Ley 1474 de 2011. En el caso de las personas naturales con contratos de prestación de 
servicios, deberá publicarse el objeto del contrato, monto de los honorarios y direcciones de 
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correo electrónico, de conformidad con el formato de información de servidores públicos y 
contratistas; 
f) Los plazos de cumplimiento de los contratos; 
g) Publicar el Plan Anticorrupción y de Atención al Ciudadano, de conformidad con el artículo 
73 de la Ley 1474 de 2011. 

Parágrafo 1°. La información a que se refiere este artículo deberá publicarse de tal forma 
que facilite su uso y comprensión por las personas, y que permita asegurar su calidad, 
veracidad, oportunidad y confiabilidad. 

Parágrafo 2°. En relación a los literales c) y e) del presente artículo, el Departamento 
Administrativo de la Función Pública establecerá un formato de información de los servidores 
públicos y de personas naturales con contratos de prestación de servicios, el cual contendrá 
los nombres y apellidos completos, ciudad de nacimiento, formación académica, experiencia 
laboral y profesional de los funcionarios y de los contratistas. Se omitirá cualquier 
información que afecte la privacidad y el buen nombre de los servidores públicos y 
contratistas, en los términos definidos por la Constitución y la ley. 

Parágrafo 3°. Sin perjuicio a lo establecido en el presente artículo, los sujetos obligados 
deberán observar lo establecido por la estrategia de gobierno en línea, o la que haga sus 
veces, en cuanto a la publicación y divulgación de la información. 

Decretos  

• Decreto 1510 de 2013 “Por el cual se reglamenta el sistema de compras y contratación 
pública” 

Artículo 81. Contratos de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión, o 
para la ejecución de trabajos artísticos que solo pueden encomendarse a determinadas 
personas naturales. Las entidades estatales pueden contratar bajo la modalidad de 
contrata-ción directa la prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión con la 
persona natural o jurídica que esté en capacidad de ejecutar el objeto del contrato, siempre 
y cuando la entidad estatal verifique la idoneidad o experiencia requerida y relacionada con 
el área de que se trate. En este caso, no es necesario que la entidad estatal haya obtenido 
previamente varias ofertas, de lo cual el ordenador del gasto debe dejar constancia escrita.  

Los servicios profesionales y de apoyo a la gestión corresponden a aquellos de naturaleza 
intelectual diferentes a los de consultoría que se derivan del cumplimiento de las funciones 
de la entidad estatal, así como los relacionados con actividades operativas, logísticas, o 
asistenciales. 

La entidad estatal, para la contratación de trabajos artísticos que solamente puedan 
encomendarse a determinadas personas naturales, debe justificar esta situación en los 
estudios y documentos previos. 
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Acuerdos Distritales 

• Acuerdo 257 de 2006 “Por el cual se dictan normas básicas sobre la estructura, 
organización y funcionamiento de los organismos y de las entidades de Bogotá, 
Distrito Capital, y se expiden otras disposiciones” 

Artículo 48. Modificado por el art. 6, Acuerdo Distrital 638 de 2016. Naturaleza, objeto y 
funciones básicas de la Secretaría General. La Secretaría General es un organismo del 
Sector Central con autonomía administrativa y financiera que tiene por objeto orientar y 
liderar la formulación y seguimiento de las políticas para el fortalecimiento de la función 
administrativa de los organismos y entidades de Bogotá, Distrito Capital, mediante el diseño 
e implementación de instrumentos de coordinación y gestión, la promoción del desarrollo 
institucional, el mejoramiento del servicio a la ciudadana y ciudadano, la protección de 
recursos documentales de interés público y la coordinación de las políticas del sistema 
integral de información y desarrollo tecnológico.  

Además de las atribuciones generales establecidas en el presente Acuerdo para las 
secretarías, la Secretaría General, D.C., tiene las siguientes funciones básicas: 

a). Prestar los servicios administrativos que el Alcalde o Alcaldesa Mayor requiera para el 
ejercicio de sus atribuciones. 
b). Formular, adoptar, orientar y coordinar las políticas para el fortalecimiento de la función 
administrativa distrital y su modernización, a través del mejoramiento de la gestión y de las 
estrategias de información y comunicación, de la utilización de los recursos físicos, 
financieros, tecnológicos e informáticos, y del desarrollo de las funciones de organización, 
dirección, control y seguimiento. 
c). Dirigir y coordinar la política laboral del Distrito Capital y adelantar las acciones 
necesarias para la concertación y difusión de la misma con las organizaciones de los 
servidores públicos distritales, entre otras vías, mediante la constitución y coordinación de 
mesas laborales sectoriales. 
d). Formular, orientar y coordinar las políticas, planes y programas para la atención y 
prestación de los servicios a la ciudadana y al ciudadano en su calidad de usuarios de los 
mismos en el Distrito Capital. Para tal fin la Secretaría General reglamentará lo referente al 
defensor del ciudadano en cada una de las entidades u organismos distritales conforme a 
las normas legales y reglamentarias. 
e). Formular la política de gestión documental y archivos, organizar el Sistema Distrital de 
Archivos y conservar, proteger y difundir la memoria institucional e histórica del Distrito. 
f). Liderar, orientar y coordinar la política del sistema integral de información y su desarrollo 
tecnológico. 
g). Realizar seguimiento y monitoreo a las políticas, programas y/o proyectos de interés 
prioritario para la ciudad, en aras de fortalecer la Gestión Pública Distrital, la eficiencia 
administrativa y la transparencia organizacional. 
h). Prestar apoyo al/a Alcalde/sa Mayor para la revisión y consolidación del Sistema de 
Control Interno de las diferentes entidades distritales, así como de los reportes del Programa 
Anual de Auditoría. 
i). Proponer y orientar las políticas públicas, planes, programas y normas en materia de 
compras y contratación pública buscando la efectividad entre la oferta y la demanda en el 
mercado y criterios de racionalización normativa. 
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j). Coordinar la implementación y mantenimiento del Sistema de Gestión de Calidad en las 
diferentes entidades del Distrito Capital, en consonancia con lo determinado en la Ley 872 
de 2003, el Acuerdo Distrital 122 de 2004 y el Decreto Distrital 387 de 2004. 
 

5. COMPETENCIA CONCEJO DE BOGOTÁ 
El Concejo de Bogotá es competente para expedir el presente acuerdo con fundamento en las 
siguientes disposiciones: 

Decreto Ley 1421 de 1993. “Estatuto Orgánico de Bogotá” 

ARTÍCULO 12. Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital, de conformidad con la Constitución 
y a la ley: 

1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones y 
la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 

(…).  

6. IMPACTO FISCAL 

• LEY 819 DE 2003 

Artículo 7º. Análisis del impacto fiscal de las normas. En todo momento, el impacto fiscal de 
cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios 
tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo.  

Para estos propósitos, deberá incluirse expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
generada para el financiamiento de dicho costo.  

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en cualquier tiempo durante el respectivo trámite en el 
Congreso de la República, deberá rendir su concepto frente a la consistencia de lo dispuesto en el 
inciso anterior. En ningún caso este concepto podrá ir en contravía del Marco Fiscal de Mediano 
Plazo. Este informe será publicado en la Gaceta del Congreso. 

Los proyectos de ley de iniciativa gubernamental, que planteen un gasto adicional o una reducción 
de ingresos, deberá contener la correspondiente fuente sustitutiva por disminución de gasto o 
aumentos de ingresos, lo cual deberá ser analizado y aprobado por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público.  

En las entidades territoriales, el trámite previsto en el inciso anterior será surtido ante la respectiva 
Secretaría de Hacienda o quien haga sus veces. 

Teniendo en cuenta que el objeto del Proyecto de Acuerdo es la creación de un Banco de Hojas de 
Vida de los contratistas del Distrito Capital, es preciso establecer que no se genera gasto adicional 
que no esté contemplado en el marco fiscal de mediano plazo como lo dispone el artículo 7 de la 
ley 819 de 2003. 
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Cordialmente,   

                                                                                              Original no firmado  

ROBERTO HINESTROSA REY                            JULIO CESAR ACOSTA ACOSTA 
Concejal de Bogotá                     Concejal de Bogotá 

 
 

Original no firmado                                                       Original no firmado 
JOSÉ DAVID CASTELLANOS ORJUELA     CESAR ALFONSO GARCÍA VARGAS 

Concejal de Bogotá     Concejal de Bogotá 
 
 
 

ROLANDO GONZÁLEZ GARCÍA          JUAN FELIPE GRILLO CARRASCO 
Concejal de Bogotá                                              Concejal de Bogotá 

 
 
 

PEDRO JULIÁN LÓPEZ SIERRA         JORGE LOZADA VALDERRAMA 
Concejal de Bogotá        Concejal de Bogotá 

 
 
 

YEFER VEGA BOBADILLA 
Concejal de Bogotá 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 265 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE CREA EL BANCO DE HOJAS DE VIDA DE LOS CONTRATISTAS 

DEL DISTRITO CAPITAL”. 
 

EL CONCEJO DE BOGOTÁ, DISTRITO CAPITAL 
 

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las que le                     
confieren el artículo 12 numeral 1 del Decreto Ley 1421 de 1993. 

 
ACUERDA: 

 
ARTÍCULO 1. Crear un BANCO DE HOJAS DE VIDA DE LOS CONTRATISTAS DEL DISTRITO 
CAPITAL, que registre la información de las personas que suscriban contratos de prestación de 
servicios con todas las entidades del nivel central y descentralizado del Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 2. La Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C, será la entidad 
encargada de la creación, manejo y difusión del BANCO DE HOJAS DE VIDA DE LOS 
CONTRATISTAS DEL DISTRITO CAPITAL. 
 
Parágrafo: La Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C, deberá difundir por sus 
canales institucionales, el BANCO DE HOJAS DE VIDA de los contratistas del Distrito Capital, para 
que, en cumplimiento de los principios de transparencia y publicidad, todos los ciudadanos puedan 
tener acceso a esta base de datos.   
 
ARTÍCULO 3. La Secretaría General de la Alcaldía Mayor de Bogotá, D. C, deberá enviar al Concejo 
de Bogotá en el mes de diciembre de cada año una copia del BANCO DE HOJAS DE VIDA DE LOS 
CONTRATISTAS DEL DISTRITO CAPITAL, para cada vigencia.  
 
ARTÍCULO 4. El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y deroga las normas 
que le sean contrarias. 
  

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 266 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE UNA REDUCCIÓN DEL CONSUMO EN 
PRODUCTOS PLÁSTICOS Y DERIVADOS DEL POLIESTIRENO DE UN SOLO USO EN LAS 

ENTIDADES PÚBLICAS DEL DISTRITO CAPITAL” 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

1. OBJETO DEL PROYECTO 
 

El presente proyecto de acuerdo tiene por objeto establecer una reducción del uso en productos 
con materiales plásticos y derivados del poliestireno en las entidades que hacen parte del Sector 
Central, Descentralizado y sus entes adscritos y vinculados en las localidades del Distrito Capital, 
con el fin de reducir el impacto negativo que éstos generan al medio ambiente, así mismo permitan 
mejorar la gestión de los puntos ecológicos por parte de los funcionarios en dichas instalaciones.  
 

2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS  
 
• Reducir a “cero” el uso de vasos plásticos y/o de icopor en las entidades que hacen parte del 

Sector Central, Descentralizado y sus entes adscritos y vinculados en las localidades del Distrito 
Capital, a través de la campaña “lleva tu vaso” como acción contundente que aporte a la 
disminución de la contaminación ambiental. 
 

• Reducir radicalmente el uso de pitillos en las entidades que hacen parte del Sector Central, 
Descentralizado y sus entes adscritos y vinculados en las localidades del Distrito Capital como 
medida de conciencia sobre el daño ambiental que estos generan fomentando así la cultura de 
sostenibilidad. 

 
3. JUSTIFICACIÓN 

El uso y consumo de elementos plásticos se ha convertido en una amenaza latente no solo para los 
ecosistemas acuáticos y el medio ambiente, sino también para el bienestar físico de los seres 
humanos. La principal causa de su elevado incremento es la facilidad de fabricación y la practicidad 
para el consumo; sin embargo, los efectos que estos desechos plásticos generan en el medio 
ambiente son desastrosos debido a su demorada y casi imposible degradación. 
 
Según lo señalado en la IV Asamblea de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) para el 
Medio Ambiente6, existe una preocupación global por la ineficaz gestión de desechos plásticos en 
los Estados miembros. Por lo que este organismo alienta a los mismos a que “elaboren y apliquen 
medidas a nivel nacional o regional, según proceda, para combatir las repercusiones ambientales 
de los productos de plástico desechables”, así como a adoptar medidas, “dirigidas a promover la 
determinación y el desarrollo de alternativas ambientalmente inocuas a los productos de plástico 
desechables, teniendo en cuenta las consecuencias de la totalidad del ciclo de vida de esas 
alternativas”. 
 
                                                        
6 Naciones Unidas, Asamblea de las Naciones Unidas sobre el medio Ambiente del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente 
“Combatir la contaminación de los productos de plástico desechables”. Cuarto periodo de sesiones, UNEP/EA.4/L.10. Nairobi, 11 a 15 de marzo 
de 2019. 
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3.1. PROBLEMÁTICA DEL PLÁSTICO A NIVEL MUNDIAL 

 
No se puede negar que el plástico atiende y resuelve muchas necesidades de la humanidad, su 
bajo costo hace que las personas se deshagan rápidamente de él, la practicidad y diversos usos lo 
hacen apetecible, lamentablemente, estas mismas ventajas hacen que se convierta en el aliado 
número uno de la contaminación, su uso desproporcionado e irracional se convirtió en una 
monumental amenaza para el planeta; entre el año  2002 y 2013 la producción global de plástico 
aumentó un 50%, cuando pasó de 204 a 299 millones de toneladas y llegaría a 500 millones de 
toneladas en 2020 (un 900% más que en 1980). Estas cantidades, su fácil dispersión y su lento 
proceso de degradación convierte al plástico en uno de los factores más dañinos al ambiente marino 
y terrestre.  
 
Los estudios que se han realizado revelan que existen alrededor de 3.500 partículas de plástico por 
kilómetro cuadrado en la costa de Sudáfrica. Las mediciones de 50 playas de Sudáfrica desde Cabo 
Este hasta Ciudad del Cabo ponen de manifiesto que, en un periodo de cinco años, hasta 1989, la 
contaminación a causa del plástico aumentó un 190%. Más de un 90% de los productos que se 
examinaron en las playas contenía este material. El plástico se ha extendido prácticamente a todas 
las playas de Sudáfrica, incluso a las más remotas. Los investigadores están intentando encontrar 
residuos de plástico en las regiones antárticas.  
 
La basura de plástico que se encontró en las playas cercanas a zonas urbanas proviene del uso 
que se hace en el campo, como el material de embalaje para envolver otros productos. En las playas 
rurales remotas la basura proviene de barcos, y es fundamentalmente equipamiento pesquero. 
 

3.2. RIOS DE PLÁSTICO 
 
Los residuos plásticos arrojados a los ríos, principalmente en los cauces asiáticos, son una de las 
mayores fuentes de contaminación de los océanos en el mundo, según un estudio de investigadores 
holandeses. 
 
Los ríos arrojan entre 1.15 y 2.41 millones de toneladas de plásticos cada año al mar, es decir unos 
50 kilogramos por segundo, señaló e Jan van Ewijk, responsable de comunicación de Ocean 
Cleanup, una fundación holandesa que desarrolla nuevas tecnologías para limpiar los océanos de 
estos desechos. 
 
Dos tercios de esta polución global provienen de los 20 ríos más contaminantes, según un estudio 
publicado en la revista Nature Communications; y el 86% de estos residuos plásticos provienen de 
ríos asiáticos, precisaron los investigadores de Ocean Cleanup. Dentro de ellos figura el rio 
Amazonas, en el puesto siete, y el Magdalena, la principal arteria fluvial del país, en el 15. 
 
Situado en China, el Yangtsé, uno de los ríos más largos del mundo, “es la zona hidrográfica que 
más contribuye” a la contaminación oceánica mundial, vertiendo unas 330.000 toneladas de plástico 
en el mar de China Oriental, seguida por el rio Ganges en India, y los ríos Xi, Dong y Zhu Jiang, en 
China, así como el Brantas, el Solo, el Serayu y el Progo en Indonesia. 
 
Esto “acentúa la necesidad de concentrar los esfuerzos de control y de reducción en los países de 
Asia que tienen un desarrollo económico rápido y una baja gestión de desechos”, destacan los 
científicos. 
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Este estudio se publicó tras la inauguración en Miami el lunes de la primera conferencia sobre los 
océanos de Naciones Unidas. 
 
En este encuentro, el secretario general de la ONU, Antonio Guterres, describió de manera alarmista 
la situación de los océanos, citando un estudio reciente que muestra que el volumen de los desechos 
plásticos podría superar el de peces en 2050 si no se toman medidas. 
 
Cada año, más de ocho millones de toneladas de residuos plásticos aparecen en los océanos, 
causando daños a los ecosistemas marinos por un valor de 8.000 millones de dólares. Son la causa 
de la muerte cada año de cerca de un millón de aves marinas, de unos 100.000 mamíferos marinos 
y de innumerables peces. 
 

3.3. ISLAS DE PLÁSTICO 
 
Las islas de plástico son grandes superficies donde se concentran residuos plásticos y afines en 
todos los mares y océanos del Planeta. 
 
Se estima que el 80% de las basuras que generan las islas de plástico proviene de zonas terrestres. 
El 20% restante de los barcos. Los estudios realizados confirman que tardarán alrededor de 500 
años en dejar de aumentar. Esta proyección tan pesimista sólo se cumplirá si dejamos de arrojar 
basura al mar. Muchos países ya han prohibido las bolsas de plástico y los ciudadanos, cada vez 
más, son más conscientes del daño medioambiental que supone tirar plástico al mar. 
 
Existen cinco o más islas de plástico en el Planeta. Se sitúan en los lugares donde convergen las 
corrientes marinas. Las más conocidas son la del Pacífico Norte y la del Atlántico Norte. 
 
Respecto del primero, se trata de una masa de basura, compuesta por desechos de plástico, que 
se mueve entre la costa californiana, Hawái y llegando hasta Japón. Tiene un tamaño estimado de 
1.400.000 km². Las partículas de plástico flotante son consumidas accidentalmente por las 
medusas. Otros muchos desechos terminan en los estómagos de las aves marinas y peces, siendo 
un riesgo para la vida marina y, posteriormente, para la vida humana. Muchos de estos peces 
formarán parte de la cadena alimenticia del ser humano. 
 
En el Atlántico Norte, la llamada la Gran mancha de basura plástica, es otra gran isla de plástico 
fue descubierta en el año 2009. Esta isla de basura, a diferencia de la del Pacífico Norte, está 
formada por toneladas flotantes de desechos, casi todos plásticos, a la deriva. Mide cientos de 
kilómetros de largo y cambia de posición en 1.600 km norte y sur dependiendo de las corrientes 
marinas. Además, esta mancha de basura, en vez de disminuir, aumenta. 
 
Los últimos informes han presentado la existencia de otra isla de basura plástica en el Mediterráneo 
similar a la del océano Atlántico. Por lo tanto, se evidencia que el Mediterráneo no se escapa a esta 
degradación de sus aguas y vida animal. 
 
Este fenómeno no ocurre de un día para otro. Sino que son decenas de años acumulando plástico 
en el mar. Por desgracia, se van descubriendo más y más isla de residuos. Sus efectos negativos 
en el ecosistema durarán décadas. Por este motivo, se debe concienciar a las personas del peligro 
que estas islas de plástico suponen para la vida. 
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3.4. PROBLEMÁTICA DEL PLÁSTICO COLOMBIA: 
 
En el país se consumen 24 kilos de plástico por persona al año, el 56 % es plástico de uso único 
como pitillos, cubiertos, tapas de refresco o envases de jugo. Colombia, en donde se consumen 24 
kilos de plástico por persona al año, se enfrenta a la posibilidad de padecer un "tsunami" ambiental 
por cuenta de la contaminación de mares. El panorama no pinta nada bien porque los lugares más 
preciados en el país, como manglares, mares y ríos, sufren una contaminación por plástico inmensa. 
 
La Superintendencia de Servicios Públicos registró que durante 2014 se presentaron en el servicio 
público de aseo 26.528 toneladas de residuos sólidos por día. De estos, 6% se dispone 
inadecuadamente. Además, la entidad encontró que en el país se generan 13.100 toneladas por 
día de material reciclable y, aproximadamente, 5.476 tonelada por día se aprovecha con técnicas 
de reciclaje adecuadas. Un gran aporte consiste en comprar productos embotellados, o con envases 
reutilizables y/o retornables. De acuerdo con la compañía Vitalogic RSU, el plástico no se aprovecha 
después de su uso y termina en ríos, cañadas o en el océano, ecosistemas en los que los animales 
lo pueden confundir con alimento. 
 
La Resolución 1407 de 2018 del Ministerio de Ambiente, estableció la reglamentación de la gestión 
ambiental de residuos de envases y empaques de papel, cartón, plástico, vidrio y metal.  
 
El artículo 7 de la mencionada Resolución, se debe presentar el Informe de Avance del Plan de 
Gestión Ambiental de Residuos de Envases y Empaques, entre los 3 primeros años de cada año, 
con la actualización respectiva de las metas, usando el ANEXO III incluido en la resolución. 
 
Se cita de la resolución: “El contenido de este informe es: 1) Reporte detallado de la cantidad de 
residuos de envases y empaques aprovechados, acompañado de la(s) certificación(es) generadas 
por la(s) empresa(s) transformadora(s), de acuerdo con el ANEXO I incluido en la resolución. 2) 
Reporte detallado de la cantidad de residuos de envases y empaques aprovechados por cobertura 
geográfica. 3) Inversión en Investigación aplicada y desarrollo experimental para la innovación y el 
ecodiseño. 4) Programas de sensibilización y cultura ciudadana al consumidor para la separación 
en la fuente e impactos ambientales. Los numerales 3) y 4) deben incluir los medios de verificación 
de las inversiones realizadas”. 
 
En el observatorio ambiental de Bogotá se encuentra el Índice de Desempeño Ambiental 
Empresarial - IDAE el cual es una herramienta de medición desde el cual se podrá visualizar el 
mejoramiento ambiental de las organizaciones a partir de estrategias de prevención, que permitan 
minimizar el impacto ambiental generado en la ciudad. 
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Fuente: oab.ambientebogota.gov.co 
 
Como se observa en la gráfica anterior, en el año 2016 aproximadamente 13 empresas fueron 
consideradas por el indicador como ambientalmente sostenibles, y a partir del año 2017 y 2018 su 
número va en crecimiento exponencial con números de entre 130 y 150 instituciones y empresas 
sin tener un valor aproximado de las empresas que pertenecen al sector público.    
 
La anterior problemática, sumado a la mala utilización de los puntos ecológicos en las instituciones 
públicas, lo cual refleja, que a pesar de haber un indicativo de los materiales a depositar en cada 
caneca hay una deficiente separación en la fuente con la mezcla de residuos aprovechables y no 
aprovechables, provocando que materiales que ya están dispuestos para su reciclaje se 
contaminen. Siendo el foco de atención el constante uso de materiales comunes en las oficinas 
como vasos de icopor, botellas de plástico, envolturas de alimentos en el área de cocina.   
 

3.5. PROBLEMÁTICA USOS DE PLÁSTICO EN BOGOTÁ 
 
Para el caso de Bogotá, la cifra alcanza las 7.500 toneladas al día, de las que se recicla un 15%, si 
se comparara el tamaño de los residuos generados estaríamos hablando de 2 estadios del campin 
total y completamente llenos de residuos, entradas, graderías, campo de juego e inclusive un techo 
improvisado.  
 
El problema es que como no se sabe diferenciar y separar lo que es “basura” y lo que no, echamos 
todo en la misma bolsa, bolsa cuyo destino final es el relleno sanitario Doña Juana. Un mal manejo 
de desechos, falta de información sobre cómo diferenciar los residuos, o porque no hay una 
infraestructura adecuada, serían algunas de las razones por las que los habitantes de Bogotá no 
saben reciclar. 
 
Según el Decreto 548 de 2015 “por el cual se adopta el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos 
-PGIRS- del Distrito Capital, y se dictan otras disposiciones”, el 15,55% del material desechado en 
Bogotá corresponde a plástico que es el segundo material que más se encuentra en la 
caracterización de los residuos de la ciudad (el primero es materia orgánica con el 65.48%) (ver 
¡Error! No se encuentra el origen de la referencia.1 ); esto, además del consumo creciente de b
otellas plásticas, hace de este acuerdo un argumento importante para empezar a crear conciencia 
sobre el aprovechamiento de los residuos.  
 

Gráfica 1. Caracterización de los residuos sólidos en Bogotá 

 
Fuente: Elaborado a partir de la información de Alcaldía de Bogotá, 2015 
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Según la Política de Manejo Integral de Residuos Sólidos, la práctica de disponer los residuos a 
botaderos de cielo abierto se favorece por: 
 

- Falta de aplicación de tecnologías alternativas para el tratamiento, aprovechamiento y 
disposición final de los residuos; 

- Falta de coordinación interinstitucional del tema;  
- Falta de recursos financieros por parte de los municipios; 
- Énfasis en la determinación de los costos de recolección y transporte de forma que la tarifa 

de aseo no involucra los costos reales de un sistema de eliminación, tratamiento o 
disposición final;  

- Falta de empresas de aseo consolidadas que ofrezcan alternativas en el manejo de los 
residuos sólidos (las empresas establecidas ofrecen las tradicionales fases de recolección, 
transporte y disposición final, únicamente), entre otras, todo lo cual origina un 
desconocimiento a nivel municipal de la existencia de tecnologías alternas para el manejo 
de los residuos sólidos 

 
Recientemente en la ciudad se propuso la política de bolsa blanca y negra para gestión adecuada 
de los residuos sin embargo la problemática continua latente pues la cultura de las personas 
evidencia de sobremanera que el sistema de reciclaje de la administración distrital no es el que está 
fallando pues a pesar que las bolsas están disponibles en las tiendas comunes de barrio y 
supermercados las personas no las adquieren por color y así utilicen bolsas blancas se sigue 
mezclando su contenido, siendo el plástico el material de mayor presencia encontrado. 
 

4. MARCO JURÍDICO  
 

4.1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA: 
 
Artículo 8. Es obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y naturales 
de la Nación. 
 
Artículo 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 
recuperación de la salud.  
 
Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la prestación de servicios de salud a los 
habitantes y de saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad. También, establecer las políticas para la prestación de servicios de salud por 
entidades privadas, y ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las competencias de la 
Nación, las entidades territoriales y los particulares, y determinar los aportes a su cargo en los 
términos y condiciones señalados en la ley.  
 
Artículo 79. Todas las personas tienen derecho a gozar de un ambiente sano. La ley garantizará la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger 
la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y 
fomentar la educación para el logro de estos fines. 
 
Artículo 80. El Estado planificará el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para 
garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. 
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Además, deberá prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental, imponer las sanciones 
legales y exigir la reparación de los daños causados. 
 
Artículo 95:  La calidad de colombiano enaltece a todos los miembros de la comunidad nacional. 
Todos están en el deber de engrandecerla y dignificarla. El ejercicio de los derechos y libertades 
reconocidos en esta Constitución implica responsabilidades. Toda persona está obligada a cumplir 
la Constitución y las leyes. Son deberes de la persona y del ciudadano: 
 
Numeral 8. Proteger los recursos culturales y naturales del país y velar por la conservación de un 
ambiente sano. 
 
Artículo 333. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del bien 
común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la 
ley. La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilidades. La 
empresa, como base del desarrollo, tiene una función social que implica obligaciones. El Estado 
fortalecerá las organizaciones solidarias y estimulará el desarrollo empresarial. El Estado, por 
mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad económica y evitará o 
controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el 
mercado nacional. La ley delimitará el alcance de la libertad económica cuando así lo exijan el 
interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la Nación. 
 
Artículo 366. El bienestar general y el mejoramiento de la calidad de vida de la población son 
finalidades sociales del Estado. Será objetivo fundamental de su actividad la solución de las 
necesidades insatisfechas de salud, de educación, de saneamiento ambiental y de agua potable.  
 
4.2. DECRETO LEY 2811 DE 1974: 
 
Artículo 8. Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros: 
Numeral a. La contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales 
renovables. 
 
Numeral g) La extinción o disminución cuantitativa o cualitativa de especies animales o vegetales 
o de recursos genéticos. 
 
Numeral j) La alteración perjudicial o antiestética de paisajes naturales. 
 
Numeral l) La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, desechos y 
desperdicios 
 
Título I Incentivos Y Estímulos Económicos: 
 
Artículo 13º. Con el objeto de fomentar la conservación, mejoramiento y restauración del ambiente 
y de los recursos naturales renovables, el Gobierno establecerá incentivos económicos.  

 
4.3. LEY 99 DE 1993 

 
Artículo 5. Funciones del Ministerio. Corresponde al MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE 
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Numeral 2. Regular las condiciones generales para el saneamiento del medio ambiente, y el uso, 
manejo, aprovechamiento, conservación, restauración y recuperación de los recursos naturales, a 
fin de impedir, reprimir, eliminar o mitigar el impacto de actividades contaminantes, deteriorantes o 
destructivas del entorno o del patrimonio natural. 
 
Numeral 3. Preparar, con la asesoría del Departamento Nacional de Planeación, los planes, 
programas y proyectos que, en materia ambiental, o en relación con los recursos naturales 
renovables y el ordenamiento ambiental del territorio, deban incorporarse a los proyectos del Plan 
Nacional de Desarrollo y del Plan Nacional de Inversiones que el Gobierno someta a consideración 
del Congreso.  
  
Numeral 10. Determinar las normas ambientales mínimas y las regulaciones de carácter general 
sobre medio ambiente a las que deberán sujetarse los centros urbanos y asentamientos humanos 
y las actividades mineras, industriales, de transporte y en general todo servicio o actividad que 
pueda generar directa o indirectamente daños ambientales. 
  
Numeral 11. Dictar regulaciones de carácter general tendientes a controlar y reducir las 
contaminaciones geosférica, hídrica, del paisaje, sonora y atmosférica, en todo el territorio Nacional. 
 
Numeral 14. Definir y regular los instrumentos administrativos y mecanismos necesarios para la 
prevención y el control de los factores de deterioro ambiental y determinar los criterios de 
evaluación, seguimiento y manejo ambientales de las actividades económicas. 
 
 

4.4. JURISPRUDENCIA 
 
Sentencia No. T-411/92: La Corte Constitucional señala explícitamente que la Constitución Política 
de Colombia de 1991, considera a la persona humana como el sujeto, razón y fin de especial 
protección, por tal motivo, sus derechos tienen prelación ante los derechos de las personas 
abstractas o jurídicas.  
 
Al evaluar la acción de tutela por “violación al derecho fundamental al trabajo”  interpuesta por el 
representante legal de Industria Molinera Granarroz Ltda contra el Alcalde del Municipio de 
Granada, quien en su momento ordenó el sellamiento de dicha empresa por generar efectos nocivos 
para el medio ambiente y el bienestar físico y pulmonar de la comunidad; la Corte Constitucional 
indica que el interés particular jamás debe ser superior al interés colectivo, siendo así el Medio 
Ambiente un interés social y colectivo.  De igual forma, insiste en que si bien se debe respetar el 
modelo tríptico económico de la sociedad (propiedad privada, derecho al trabajo y libertad de 
empresa) impuesta por la Constitución del 91, no se puede descuidar la Función Ecológica de la 
Propiedad.  
 
La Corte Constitucional resuelve entonces, confirmar la Sentencia proferida por el Juzgado Primero 
de Instrucción Criminal de Granada (Meta), el cual no tuteló los derechos fundamentales expuestos 
por el accionante debido a que no se estaba violando el derecho  
 
al trabajo, sino por el contrario, se estaba dando cumplimiento a los dispuesto por la Constitución 
Política de 1991 y los compromisos pactados internacionalmente, en la medida en que se debe 
velar por la protección del medio ambiente, de modo que el interés social prime sobre el interés 
particular.  
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Sentencia C-126/98: Consiste en una demanda de inconstitucionalidad contra el Código Nacional 
de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente (Decreto-Ley 2811 de 1974), 
presentada por Luis Fernando Macías Gómez y Luis Roberto Wiesner Morales, puesto que se 
consideraba que el código estaba en contra de los principios constitucionales y su expedición había 
presentado vicios de competencia por parte de la Presidencia de la República. 
 
No obstante, al revisar los argumentos presentados en la demanda, la Corte Constitucional, 
resuelve declarar exequible el Decreto-Ley 2811 de 1974, reafirmando que el Código Nacional de 
Recursos Naturales Renovables y de Protección al Medio Ambiente es compatible con los principios 
constitucionales en la medida en que se debe brindar especial protección a los derechos 
medioambientales, la participación comunitaria y la autonomía regional   
 
Sentencia C-671/01: El expediente solicita la revisión constitucional de la ley 618 de 2000, “por 
medio de la cual se aprueba la ‘Enmienda del Protocolo de Montreal aprobada por la Novena 
Reunión de las Partes’, suscrita en Montreal el 17 de septiembre de 1997”.  
 
La Corte Constitucional al revisar los argumentos presentados resuelve declarar exequible la 
“Enmienda del Protocolo de Montreal aprobada por la Novena Reunión de las Partes, suscrita en 
Montreal el 17 de septiembre de 1997”, teniendo los siguientes argumentos: Primero, la Constitución 
Política de Colombia de 1991 determina la protección del medio como un objetivo social, relacionado 
con la prestación de servicios públicos, recursos naturales y salubridad.  Segundo, el derecho al 
medio ambiente está ligado por conexidad con el derecho a la salud y el derecho a la vida, por lo 
tanto, la Corte Constitucional reitera una vez más que el derecho al medio ambiente debe ser 
reconocido y protegido como un derecho fundamental.  
 
Sentencia C-399/02: Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 3 parcial, 4, 18 parcial, 
34, 35 parcial literales a) y c) y 36 parcial de la ley 685 de 2001 Código de Minas, presentada por 
Carlos Alberto Mantilla Gutiérrez. 
 
La Sala Plena de la Corte Constitucional, al revisar las consideraciones presentadas, nuevamente 
insiste en la necesidad de proteger el derecho del medio ambiente como un derecho fundamental, 
garantizado en la Constitución Política y los pactos internacionales ratificados por Colombia.  
 
“Por un lado, la Constitución Política de Colombia de 1991 impone al Estado la necesidad de 
asegurar las condiciones que permitan a las personas gozar del derecho a un medio ambiente sano; 
y por otro, la Declaración de Río de Janeiro de 1992 sobre Medio Ambiente y Desarrollo, determina 
mediante el principio No 15. la necesidad de que los Estados apliquen ampliamente el criterio de 
precaución conforme con sus capacidades, de forma que, cuando se evidencia peligro de daño 
grave o irreversible, se adopten medidas adopción eficaces para impedir la degradación del medio 
ambiente”. 
 

4.5. RESOLUCIONES NACIONALES 
 
RESOLUCIÓN 0754 DEL 25 NOVIEMBRE DE 2014. Por la cual se adopta la metodología para la 
formulación, implementación, evaluación, seguimiento, control y actualización de los Planes de 
Gestión Integral de Residuos Sólidos 
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4.6. ACUERDOS DISTRITALES 
ACUERDO 079 DE 2003. Por el cual se expide el código de Policía de Bogotá D.C. 
ARTÍCULO 84º: Prevención, separación en la fuente y reciclaje de los residuos y aprovechamiento. 
La reducción, separación en la fuente, reutilización, reúso, recuperación y reciclaje de los residuos 
sólidos son actividades benéficas para la salud humana y el ambiente, la productividad de la Ciudad, 
la economía en el consumo de recursos naturales, y constituyen importante fuente de ingresos para 
las personas dedicadas a su recuperación. Por ello son deberes generales: 1. Intervenir en la 
producción y el consumo de bienes que afecten negativamente el ambiente y la población mediante 
su prohibición, disminución o mitigación de efectos, estimulando a la industria para producir bienes 
ambientalmente amigables o de fácil biodegradación. 2. Separar en la fuente los residuos sólidos 
aprovechables, tales como papel, textiles, cueros, cartón, vidrio, metales, latas y plásticos, de los 
de origen biológico. 3. Presentar los residuos aprovechables para su recolección, clasificación y 
aprovechamiento, 4. Colaborar de manera solidaria en las actividades organizadas de acopio y 
recolección de materiales reciclables cuando se implementen en edificios y vecindarios de acuerdo 
con el Sistema Organizado de Reciclaje S.O.R. 5. La actividad del reciclaje no podrá realizarse en 
espacios públicos ni afectar su estado de limpieza. Quienes realicen las actividades de recolección 
de residuos aprovechables y de su transporte a sitios de acopio, bodegaje, de pretransformación o 
transformación, deberán hacerlo sin afectar el ambiente y con pleno cumplimiento de las 
condiciones y requisitos establecidos por las autoridades competentes. 

PARÁGRAFO. Las autoridades distritales deberán realizar campañas pedagógicas y cursos de 
capacitación sobre manejo y reciclaje de residuos sólidos y deberán propiciar incentivos culturales 
de utilización de materiales biodegradables 

ACUERDO 372 DE 2009. Por medio del cual se inscribe a la Ciudad de Bogotá en el Consejo 
Internacional para iniciativas locales ambientales, ICLEI. 
 
ACUERDO 389 de 2009. Por medio del cual se crea el programa ecológico "Si el planeta queremos 
cuidar otras alternativas de empaques debemos usar. 
 
ACUERDO 540 DE 2013. Por medio del cual se establecen los lineamientos del programa distrital 
de compras verdes y se dictan otras disposiciones.  
 

4.7. DECRETOS DISTRITALES 
 
DECRETO 312 DE 2006, Por el cual se adopta el Plan Maestro para el Manejo Integral de Residuos 
Sólidos para Bogotá Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 1. Adopción del Plan Maestro para el Manejo Integral de Residuos Sólidos. Adoptar el 
Plan Maestro para el Manejo Integral de Residuos Sólidos en el Distrito Capital -PMIRS-, para 
planificar y reglamentar el Sistema de Saneamiento Básico del Distrito Capital, en los términos del 
presente Decreto. 
 
ARTÍCULO 2. Ámbito de Aplicación. El presente plan aplica a todas las personas que generan, 
reciclan y aprovechan residuos sólidos ordinarios y especiales y a las entidades públicas y personas 
o empresas privadas y organizaciones comunitarias y cooperativas vinculadas a la prestación del 
Servicio Público de Aseo. 
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DECRETO 456 DE 2008 ARTÍCULO 13. Planes Institucionales de Gestión Ambiental –PIGA. El 
Plan Institucional de Gestión Ambiental -PIGA de cada Entidad debe: a. Tomar en cuenta los 
principios, objetivos y estrategias del Plan de Gestión Ambiental y las políticas ambientales, 
distritales o nacionales. b. Presentar, asignar internamente y programar las actividades ambientales 
de la entidad, para los objetivos y estrategias ambientales priorizados en el Plan de Acción 
Cuatrienal Ambiental para cada entidad, según sus funciones y competencias, y con sus respectivos 
presupuestos. c. Definir los indicadores, metas, programación y la forma de reporte a la Secretaría 
Distrital de Ambiente, junto con los mecanismos de seguimiento y evaluación conjunta. d. Identificar 
y programar las necesidades y formas de coordinación interinstitucional. e. Concertarse con la 
Secretaría Distrital de Ambiente en cada período de gobierno y sus modificaciones cuando sea 
necesario 
 
DECRETO 495 DE 2016 “Por el cual se adopta el Plan de Gestión Integral de Residuos Sólidos – 
PGIRS- del Distrito Capital” 
 

4.8. RESOLUCIONES DISTRITALES 
 
RESOLUCIÓN 132 DE 2004, Por medio de la cual se adopta el Plan de Gestión Integral de 
Residuos Sólidos de Bogotá D.C. -PGIRS-. 
 
RESOLUCIÓN 799 DE 2012. Por la cual se establece el listado detallado de los materiales 
reciclables y no reciclables para la separación en la fuente de los residuos sólidos domésticos en el 
Distrito Capital. 
 
RESOLUCIÓN 242 DE 2014. Por la cual se adoptan los lineamientos para la formulación, 
concertación, implementación, evaluación, control y seguimiento del Plan Institucional de Gestión 
Ambiental – PIGA” 
 
5. COMPETENCIA DEL CONCEJO  

 
La Constitución Política de Colombia ha señalado que Bogotá como capital de la Republica se 
encuentra organizada como Distrito Capital, y goza de un régimen especial, contenido en el decreto 
Ley 1421 de 1993, expedido de conformidad con las atribuciones consagradas por el artículo 41 
transitorio de la Constitución del año 1991, con el objeto de dotar al Distrito Capital de los 
instrumentos que le permitan cumplir las funciones y prestar los servicios a su cargo. 
 
DECRETO LEY 1421 DE 1993 
 

• Artículo 8: FUNCIONES GENERALES. El Concejo es la suprema autoridad del Distrito 
Capital. En materia administrativa sus atribuciones son de carácter normativo. También le 
corresponde vigilar y controlar la gestión que cumpla las autoridades distritales. 
 

• Artículo 12: ATRIBUCIONES. Corresponde al concejo Distrital, de conformidad con la 
Constitución y la Ley: 

 
1. Dictar las normas necesarias para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones 
y la eficiente prestación de los servicios a cargo del Distrito. 
(…) 
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7. Dictar las normas necesarias para garantizar la preservación y defensa del patrimonio 
ecológico, los recursos naturales y el medio ambiente 
 

6. IMPACTO FISCAL 
El artículo Séptimo de la ley 819 de 2003 ordena lo siguiente: 
"Artículo 7º. Análisis del impacto fiscal de las normas. En todo momento, el impacto fiscal de 
cualquier proyecto de ley, ordenanza o acuerdo, que ordene gasto o que otorgue beneficios 
tributarios, deberá hacerse explícito y deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. 
 
Para estos propósitos, deberá incluirse expresamente en la exposición de motivos y en las 
ponencias de trámite respectivas los costos fiscales de la iniciativa y la fuente de ingreso adicional 
generada para el financiamiento de dicho costo". 
 
Frente a ello, es pertinente manifestar que el impacto fiscal del Proyecto de Acuerdo no genera 
desequilibrio, ni gastos adicionales, puesto que acciones previstas en el presente proyecto de 
acuerdo se encuentran bajo los programas de la Secretaría de Ambiente Distrital. 
 
Cordialmente, 

 
 
 

LUCIA BASTIDAS UBATE  MARIA CLARA NAME RAMIREZ  
Concejal de Bogotá                         Concejala de Bogotá Vocera 

 
 
 

HOSMAN MARTÍNEZ MORENO   JORGE EDUARDO TORRES CAMARGO 
Concejal de Bogotá                         Concejal Bogotá         

 
 
 
 

EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO      MARIA FERNANDA ROJAS MANTILLA          
Concejal de Bogotá       Concejal de Bogotá 

 
 
 
 
Elaboró:  Laura Daniela Calderon  
 Leonardo Sastoque Forero  
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PROYECTO DE ACUERDO N° 266 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

 “POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE UNA REDUCCION DEL CONSUMO EN 
PRODUCTOS PLÁSTICOS Y DERIVADOS DEL POLIESTIRENO DE UN SOLO USO EN LAS 

ENTIDADES PÚBLICAS DEL DISTRITO CAPITAL” 
  

En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por los 
artículos 313 y 322 de la Constitución Política y los artículos 12 numerales 1 y 19 del Decreto 

Ley 1421 de 1993, 
 
ACUERDA: 
 
ARTÍCULO 1. OBJETIVO: Reducir a “cero” el uso en productos con materiales plásticos y derivados 
del poliestireno, polipropileno, PET y ácido poliláctico, de un solo uso en las entidades que hacen 
parte del Sector Central, Descentralizado y sus entes adscritos y vinculados en las localidades del 
Distrito Capital, con el fin de minimizar el impacto negativo que estos productos generan al medio 
ambiente. 
 
Parágrafo 1: Las diferentes licitaciones que suscriban las entidades del Distrito Capital para el 
servicio de cafetería, deberán contar con una claúsula en la cual se especifique que se prohíbe el 
uso de elementos fabricados a base de poliestireno, polipropileno, PET y ácido poliláctico. 
 
Parágrafo 2: Se prohíbe el uso de elementos fabricados a base de poliestireno, polipropileno, PET 
y ácido poliláctico, en cualquier actividad que organicen las diferentes entidades del Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 2. ÁMBITO DE APLICACIÓN: El presente Acuerdo aplica para todas las entidades que 
hacen parte del Sector Central, Descentralizado y sus entes adscritos y vinculados en las 
localidades del Distrito Capital. 
 
ARTÍCULO 3. DEFINICIÓN: Para efectos de la implementación del presente Acuerdo, de 
conformidad con las Guías Ambientales para el Sector Plásticos del Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible se entiende por plásticos y derivados del poliestireno de un solo uso los vasos 
plásticos, pitillos, cubiertos plásticos, platos plásticos, mezcladores; todos ellos elementos 
fabricados a base de poliestireno, polipropileno, PET y ácido poliláctico.  
 
ARTÍCULO 4. REGULACIÓN Y USO DE PRODUCTOS DESECHABLES: Los funcionarios y 
colaboradores de las entidades del Distrito Capital, sin importar su tipo de vinculación, llámense 
empleados de planta, provisionales, contratistas, pasantes entre otros, deberán llevar un vaso 
reutilizable (porcelana, cerámica, vidrio, aluminio o de similares características), para que en éste, 
le sean servidas las bebidas que suministran las entidades (tinto, agua aromática, agua pura entre 
otras).  Esta iniciativa se llamará “LLEVA TU VASO” el cual propenderá por la reducción del uso de 
vasos derivados del poliestireno, polipropileno, PET y ácido poliláctico.  
 
Parágrafo 1: Dentro de los dos (2) meses siguientes a la expedición del presente Acuerdo, las 
entidades públicas a nivel central y descentralizado del Distrito Capital deberán ejecutar el programa 
“LLEVA TU VASO”.  
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Parágrafo 2: En caso de los visitantes que asisten a las diferentes entidades del Distrito Capital, 
las bebidas se suministraran en vasos reutilizables (porcelana, cerámica, vidrio, aluminio o de 
similares características). 
 
ARTÍCULO 5.  Para el sector privado, la autoridad ambiental del Distrito Capital, definirá incentivos 
para que los comerciantes reduzcan el uso de productos derivados del poliestireno, polipropileno, 
PET y ácido poliláctico.  
 
ARTÍCULO 6.  La autoridad ambiental certificará por medio de un sello ambiental (adhesivo) el 
compromiso de los establecimientos de comercio que no utilicen productos derivados del 
poliestireno, polipropileno, PET y ácido poliláctico.  
 
Parágrafo 1: El sello ambiental (adhesivo) será instalado en el establecimiento de comercio en un 
lugar visible al público, con el fin que el ciudadano identifique el compromiso ambiental por parte del 
comerciante. 
 
Parágrafo 2: El alcalde mayor de Bogotá publicará un listado de las empresas y comerciantes que 
se hayan comprometido al no uso de productos derivados del poliestireno, polipropileno, PET y 
ácido poliláctico, esta publicación se realizará en los canales de comunicación de las entidades 
Distritales.  
 
ARTÍCULO 7. SEGUIMIENTO E INFORME DE IMPLEMENTACIÓN: La Autoridad Ambiental del 
Distrito Capital, creará un programa de seguimiento a las entidades públicas a nivel central y 
descentralizado sobre el cumplimiento del presente acuerdo o autogenerará a través de los 
instrumentos de planeación ambiental, entre otros, Plan Institucional de Gestión Ambiental – PIGA, 
los criterios que aseguren la producción del presente seguimiento. Para tal efecto, presentará de 
manera anual un informe al Concejo de Bogotá los avances del presente acuerdo.  
 
ARTICULO SEXTO: El presente Acuerdo rige a partir de su publicación. 
 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 267 DE 2019 

 
PRIMER  DEBATE 

 
“POR MEDIO DEL CUAL SE RECONOCE EL FESTIVAL DE CINE DE BOGOTA COMO 

UNA ACTIVIDAD DE INTERES CULTURAL” 
 

EXPOSICION DE MOTIVOS 
 

MARCO HISTORICO 
 

El Festival de Cine de Bogotá, organizado por la Corporación Internacional de Cine, se 
inició en 1984 como una necesidad de premiar los logros del Cine Colombiano. Para su 
Segunda Edición el Festival cotejó la producción nacional con las cinematografías de los 
países Andinos y continuó con homenajes a las  cinematografías del Caribe, Sudamérica, 
España, Francia, África, el Pacífico, Italia, España, Argentina, Chile, Brasil, China, Japón, 
Corea, Egipto, Alemania, India  Turquía y Filipinas. 

El Festival es reconocido por la Federación Internacional de Asociaciones de Productores 
de Cine, FIAPF, entidad que regula los Festivales, como un Festival Mundial especializado 
en películas de largometraje de Nuevos Directores. 

Se realiza anualmente en el mes de octubre, y cuenta con la participación  de las 
producciones más destacadas de la cinematografía a nivel mundial, este año el Festival en 
el mes de octubre  conmemorara  y celebrara el trigésimo Festival.  

El Festival se especializa en premiar a los nuevos talentos quienes participan en el 
certamen con sus óperas primas, segundas y terceras películas, siendo pionero en mostrar 
las miradas vanguardistas y frescas sobre cómo hacer cine actualmente. 

El Festival de Cine de Bogotá, desde el año 2004 ha abierto una convocatoria para 
Documentales sobre Arte y la ha denominado "Enrique Grau" en homenaje al gran pintor 
colombiano desaparecido en abril de ese año. Se inició así otra sección de competencia 
internacional de suma importancia para todos aquellos que observan el arte y tienen puntos 
de vista sobre el mismo de una manera creativa, novedosa y contemporánea. 

El Festival de Cine de Bogotá, desde el año 2007 ha abierto una convocatoria para 
muestras de  Documentales sobre el Medio Ambiente y tiene una convocatoria para 
Competencia Internacional.  

Desde el 2011 el Festival ha creado una categoría que busca analizar la manera como el 
cine es utilizado por la religión en el Festival de Cine Sagrado. 
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A nivel nacional, se concede el Círculo Precolombino de Oro a la Mejor Película 
Colombiana, el Mejor Corto Colombiano y el Premio Alexis a directores menores de 18 
años. Este año el Festival continúa con las secciones internacionales de Animación,  
Cortometraje y Muestra Infantil. 
Igualmente el Festival de Cine de Bogotá  entrega una  Distinción a una persona o entidad 
que se haya distinguido en el campo colombiano y/o internacional, por sus aportes a la 
imagen en movimiento tanto nacional como internacional.  

Las películas ganadoras en las ya 29 ediciones del festival han sido: 

1984 “EL ESCARABAJO” de Lisandro Duque 

1985 “CONDORES NO ENTIERRAN TODOS LOS DIAS” de Francisco Norden. 

1986 “FRIDA”. de PAUL LEDUC. 

1987 “VISA USA” de Lisandro Duque. 

1988 “MADE IN ARGENTINA” de “JUAN JOSÉ JUSID” 

1989 “LA DAMA DEL CINE SHANGAI” de Guielherme D’Almeida Prado. 

1990 “CAMPANAS TARDIAS” de Wu Zunui 

1991 “ALIAS LA GRINGA” Roberto Durán. 

1992 “EL DESIERTO” de Mihkhail S. Katz. 

1993 “TODOS SOMOS ESTRELLAS”, Felipe de Gregory 

1994 “LA ARDILLA ROJA”, Julio Medem. 

1995 “SALTO AL VACÍO” de Carlos Carpasoro. 

1996 “ENTRE ROJAS” de Azucena Rodríguez. 

1997 “LA MIA GENERAZIONE” de Wilma Labate. 

1998 “LA VENDEDORA DE ROSAS” de Víctor Gaviria. 

1999 “DIME QUE ESTOY SOÑANDO” de Claude Mourieras. 

2000 “AMORES PERROS” de Alejandro González 

2001 “EL BOLA” de Achero Maña. 
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2002 “MAGONIA” de Ineke Smits 

2003 “MANITO” de Eric Eason. 

2004 “EL REY” de Antonio Dorado. 

2005 “GARÚA” de Gustavo Corrado 

2006 “EL CUSTODIO” de Rodrigo Moreno. 

2007 “PROHIBIDO PROHIBÍR” de Jorge Durán. 

2008 “EL BAÑO DEL PAPA” de César Charlone y Enrique Fernández 

2009 “LA TETA ASUSTADA” de Claudia Llosa. 

2010 “RETRATOS EN UN MAR DE MENTIRAS” de Carlos Gaviria. 

2011 “LA MUJER DE IVÁN” de Francisca Silva. 

Categorías que se premian en el Festival de Cine de Bogotá: 

El Festival en su ferviente interés por mostrar una mirada amplia y diversa sobre el cine, 
posee once categorías, que abarcan temáticas y formatos diferentes de capturan bajo 
cámara la realidad: 

XXIX Festival De Cine: 

Categoría que se ha mantenido desde el inicio del Festival y por la cual se premia a los 
nuevos directores. 

XVIII Festival De Video: 

Siendo conscientes de los nuevos formatos, y no solo de ellos sino de las formas de 
expresión y la versatilidad, el Festival abre a partir del año 1994 una sección dedicada al 
video y al videoarte. 

XI Premio Al Documental Social: 

Presente en el Festival desde 2001, el premio al Documental Social ha mostrado 
importantes problemáticas que afectan a la sociedad, cumpliendo con el doble papel de 
representar e informar. 
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X Muestra De Cine Digital: 

En medio de la era digital, el Festival desde 2002, ofrece una muestra de cine realizado en 
este formato, dando apertura así a la tecnología dentro del mundo del cine y mostrando la 
capacidad de esta para crear mundos oníricos y fantásticos. 

IX Documental Sobre Arte “Enrique Grau”: 

A partir del año 2003, se abre la convocatoria para Documentales sobre Arte bajo el nombre 
de “Enrique Grau” en homenaje al gran pintor colombiano desaparecido en abril de ese año. 
Ofreciendo al espectador la posibilidad de inspirarse con las historias de vida y obras de 
artistas provenientes de diferentes partes del mundo. 

VIII Muestra De Animación: 

La diversidad que alcanza la técnica en el medio audiovisual permite mayores posibilidades 
a la representación, es por ello que el Festival decide abrir en 2004 una muestra de 
animación exhibiendo no sólo material internacional sino trabajos de colombianos y 
colombianas que han incursionado en este campo. 

VI Documental Sobre El Medio Ambiente: 

En medio de un panorama discursivo que protege y procura importancia al medio ambiente, 
la difusión de la necesidad de reflexionar sobre el entorno y la naturaleza se pone a la orden 
del día, siendo de este modo el tema principal de muchos documental, observando el 
volumen y la importancia de la producción de este material, el Festival crea la categoría en 
2006. 

VI Muestra De Cortometraje: 

Siendo el cortometraje una de las formas de narrativa audiovisual, el Festival abre una 
categoría en el año 2006, dividida en dos partes, una dedicada a la muestra internacional y 
otra a la competencia nacional, en donde compiten todos los largometrajes realizados por 
colombianos y colombianas, optando no solo por el premio sino también por cierta cantidad 
de dinero como incentivo al proceso creativo. 

VI Premio Alexis 

Con el objetivo no solo de reconocer a los nuevos creadores, sino también a los jóvenes 
creadores menores de 18 años en 2006 se crea este premio, en homenaje al joven cineasta 
colombo-estadounidense Alexis Echavarría, quien falleció a los 16 años. 
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VI Muestra Infantil. 

En 2006, año en el que el Festival da apertura a gran parte de sus categorías, también se 
piensa un lugar para los y las cinéfilas más pequeños: para los niños, por ello se crea la 
muestra de cine infantil dando a conocer producciones de todas partes del globo terráqueo. 

II Festival Cine Sagrado 

Es esta la categoría más reciente del Festival, creada en el año 2011, con el objetivo de 
mostrar las diversas caras y representaciones de lo sagrado, siendo la primera muestra una 
mirada al cine católico. 

De esta forma se busca reflejar  una mirada de todas las realidades que se viven, así mismo  
ha contado con la participación activa numerosos países y  de grandes  artistas nacionales 
y la asistencia de  miles de espectadores en cada una de las ediciones de dicho festival. 

MARCO SOCIAL 
 

Durante su trayectoria  el Festival se ha caracterizado por: 
 

• El Festival de Cine de Bogotá es el evento más importante en Bogotá en el campo 
cinematográfico, reconocido por más de 63 países. 

 
• Es el único evento que congrega todas las manifestaciones del cine, el documental 

y la animación con el objeto de premiar lo mejor con  el Círculo Precolombino. 
 

• En las 29 ediciones, el Festival ha premiado producciones de más de 26 países.  
 

• Más de un millón de personas han  asistido a los eventos del Festival: Exhibiciones, 
Conferencias, reuniones sociales. 

 
• Más de 15.600 películas han sido exhibidas en el Festival con más de 50.000 

presentaciones. 
 

• Es un evento que presenta el estado del arte de un cine de alta calidad diferente a 
la cartelera corriente. 

 
OBJETIVO DEL PROYECTO DE ACUERDO. 

Este Proyecto de Acuerdo, tiene como finalidad, el reconocimiento del  Festival de Cine de 
Bogotá, como una actividad de interés cultural, dada la importancia histórica y cultural que 
ha tenido para los/ las habitantes y visitantes de la Ciudad Capital y en  particular para el 
país la realización de este importante evento el cual cumple su vigésimo noveno 
aniversario. 
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El Festival se convierte  en la oportunidad de promover la creatividad, para generar espacios 
Nacionales e Internacionales  para estimular el talento de los directores y diferentes actores 
de la cinematografía, al tiempo que proyectan a Bogotá y a Colombia como punto de 
encuentro de culturas y saberes exponiendo el arte y la cultura. 
 

 
MARCO JURIDICO. 

CONSTITUCION POLITICA DE COLOMBIA       

Art. 7: “El estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación 
colombiana”. 

Art. 8: “Es Obligación del Estado y de las personas proteger las riquezas culturales y 
naturales de la Nación”.  

De conformidad a lo establecido en el Art. 313 Numeral  9: Corresponde al Concejo: “Dictar 
las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico y 
cultural del Municipio”. Siendo esta una misión encomendada por la Carta Magna la 
corporación está facultada para velar, controlar, preservar y defender una de las 
manifestaciones culturales que presenta nuestra ciudad. 

Art.70. El Estado tiene el deber de promover  y fomentar   el acceso a la cultura  de todos 
los colombianos en igualdad de oportunidades, por medio de la educación permanente  y 
la enseñanza  científica, técnica,  artística  y profesional en todas  del proceso de creación  
de la identidad nacional.  

La cultura en sus diversas manifestaciones es fundamento  de la nacionalidad. El Estado 
reconoce la igualdad y dignidad de todas las que conviven en el país.  El Estado promoverá 
la Investigación, la ciencia, el desarrollo y la difusión  de los valores culturales de  la Nación.  

Art. 71.  La búsqueda del conocimiento y la expresión artística son libres. Los planes de 
desarrollo económico y social incluirán el fomento a las ciencias y, en general, a la cultura. 
El Estado creará incentivos para personas e instituciones que desarrollen y fomenten la 
ciencia y la tecnología y las demás manifestación esculturales y ofrecerá estímulos 
especiales a personas e instituciones que ejerzan estas actividades. 

LEY 397 DE 1997. Ley General de Cultura. Por la cual se desarrollan los artículos 70, 71 y 
72 y demás artículos concordantes de la Constitución Política y se dictan normas sobre 
Patrimonio Cultural, fomentos y estímulos a la cultura, se crea el Ministerio de la Cultura y 
se trasladan algunas dependencias. 
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Art. 4. Definición cultural de la Nación. 

El patrimonio cultural de la Nación está constituido por los bienes y valores culturales que 
son expresión de la nacionalidad colombiana tales como la tradición, las costumbres y los 
hábitos, así como el conjunto de los bienes inmateriales y materiales, muebles e inmuebles, 
que poseen un especial interés histórico, artístico, estético, plástico, arquitectónico, urbano, 
arqueológico, ambiental, ecológico, lingüístico, sonoro, musical, audiovisual, fílmico, 
científico, testimonial, documental, literario, bibliográfico, museológico, antropológico, y las 
manifestaciones, los productos y las representaciones de la cultura popular. 

Art.18. De los estímulos.  El Estado, a través del Ministerio de Cultura y las entidades 
territoriales  establecerá estímulos especiales y proporcionara  la creación, la actividad 
artística y cultural e investigación y el fortalecimiento  de expresiones culturales.  Para tal  
efecto establecerá entre otros programas, bolsas de trabajo, becas, premios anuales, 
concursos, festivales, talleres de formación artística,  apoyo a personas y grupos dedicados 
a actividades culturales, ferias, exposiciones, unidades móviles de divulgación cultural y 
otorgara incentivos  y créditos especiales para artistas sobresalientes, así como para 
integrantes   en el campo de la creación, la ejecución, la experimentación, la formación y la 
investigación a nivel  individual y colectivo de cada una de las siguientes expresiones 
culturales : 

a) Artes plásticas; 
b) Artes musicales; 
c) Artes escénicas   

DECRETO LEY 1421. Estatuto Orgánico de Bogotá 
 
ARTICULO 12 Atribuciones. Corresponde al Concejo Distrital  de conformidad con la 
Constitución y la Ley. 
(…) 
13. Regular la preservación y defensa del patrimonio cultural”  

 
IMPACTO FISCAL 

 
De conformidad con el artículo 7 de la ley 819 de 2003, el presente proyecto de acuerdo no 
genera impacto fiscal en la medida en que sólo busca el reconocimiento  de una actividad 
tan importante para la ciudad, como lo es el Festival de Cine de Bogotá el cual viene 
realizándose por 29 años en nuestra ciudad, propiciando una ventana para incentivar el 
Cine Colombiano y exponer el Cine Internacional, promoviendo el talento y la cultura.  
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IMPACTO CULTURAL DEL FESTIVAL DE CINE DE BOGOTA 

El Festival de Cine de Bogotá, desde sus comienzos, ha permitido que quienes lo reciben 
pueden estar al día con nuevas propuesta en cine, documental, animación y cine para niños 
del país y del resto del mundo. 

Es el único evento en el país con Competencia Internacional a nivel mundial. 

Desde 1985 ha estado presente en barrios y parques de la ciudad y en sedes naturales 
como los teatros de cine o en sedes alternas como el Jardín Botánico, el Museo de los 
Niños, la Catedral de Sal y el Archivo de Bogotá. 

El Festival se presenta en teatros comerciales, en salas de arte y ensayo y en muchos 
casos al aire libre. Varias de sus funciones tienen entrada libre. 

La presencia del Festival en los colegios permite que los alumnos hagan prácticas de videos 
con la proyección del lenguaje del cine. 

Las películas relacionadas con la religión dejan ver como se usa este medio para difundir 
ideas religiosas, muchas de las cuales son joyas de la cinematografía mundial. Como es el 
caso de los documentales de la Filmoteca Vaticana. 

Sus charlas, conferencias y talleres han permitido que se reciba transferencia de 
conocimientos y en muchos casos se consoliden contactos que terminan en películas. 

Sus estímulos a nivel de creadores nacionales se han visto tanto en los largometrajes, como 
es el caso de Harold Trompetero o en los menores de 18 años como Miguel Gallego que 
obtuvo el Premio Alexis en el 2011 y este año participó como cortometrajista y ganó una 
Mención de Honor. 

Para el año 2012 Colombia participó con 37 producciones y 55 países enviaron películas 
con lo cual se demuestra el impacto a nivel internacional.  

 
Es de mencionar que los datos que hacen referencia  al Festival de Cine, han sido tomados 
previa autorización del Presidente del Festival de Cine de Bogotá el Señor Henry Laguado, 
de la página www.bogocine.com. 
 

 
CONSIDERACIONES FINALES 

 
El presente proyecto se ha presentado desde el año 2012 al Honorable Concejo de la 
Ciudad, logrando en su mayoría de veces que se ha sometido a discusión de la corporación 
el respaldo de los cabildantes y manifestado en sus ponencias. En esta oportunidad se 
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realiza un ajuste al articulado con base a las recomendaciones que ha realizado la 
Administración Distrital en los condicionantes de su concepto favorable y de las 
observaciones de los Honorables Ponentes que ha tenido esta iniciativa. 
 
Por todas las consideraciones anteriores , por ser de interés  y conveniencia para consolidar  
el desarrollo  cultural y social de nuestra ciudad y su carácter cosmopolita, sin detrimento 
de  afianzar su identidad,  presento a consideración del Honorable Concejo de Bogotá este 
proyecto de acuerdo, para que sea  sometido al trámite debido y pueda convertirse en 
Acuerdo Distrital, haciendo justicia, además, con las y los   estoicos artistas nacionales y 
capitalinos , que, con su propia iniciativa y recursos  realizan este importantísimo festival. 
 
 
De la misma manera queremos hacer énfasis  que durante años esta corporación ha venido 
apoyando y  elevando al nivel de Eventos de Interés Cultural estas expresiones, que 
fomentan la cultura y que promueven el talento  de los artistas Bogotanos, Acuerdos como 
el Festival de Rock al Parque, Festival Iberoamericano de Teatro ,Acuerdo 165 de 2005 
Encuentro Internacional de Expresión Negra. Acuerdo Distrital 178 de 2005 Por medio del 
cual se declaran de Interés Cultural las Actividades realizadas por la Orquesta Filarmónica 
de Bogotá, entre otros.  
 
 
Este Cabildo ha  aprobado estas iniciativas convirtiéndolas en Acuerdos de la ciudad 
respetando  y acatando la normatividad existente de acuerdo  a las competencias del  
Concejo e Bogotá.  
 
 
 
Cordialmente, 
 
 
      
ÁLVARO JOSÉ ARGOTE MUÑOZ XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal  de Bogotá.   Concejal   Vocera PDA. 
 
CELIO NIEVES HERRERA.           MANUEL JOSE SARMIENTO A. 
Concejal  de Bogotá.                              Concejal de Bogotá.  
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PROYECTO DE ACUERDO N° 267 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 
“POR MEDIO DEL CUAL SE RECONOCE  EL FESTIVAL DE CINE DE BOGOTA COMO UNA 

ACTIVIDAD  DE INTERES CULTURAL” 
 

EL CONCEJO  DE  BOGOTA D.C. 
 

 En ejercicio  de sus facultades constitucionales y legales y en especial las conferidas por 
el Decreto Ley 1421 de 1993, en el numeral 14 del artículo 12  y, 

 
C O N S I D E R A N D O: 

 
Que el Festival de Cine de Bogotá existe desde 1984 y ha contado con la participación 
activa de artistas nacionales y la asistencia de miles de espectadores en cada una de las 
ediciones de dicho festival. 
 
Que es deber del Concejo de Bogotá regular la preservación y defensa de las actividades 
y expresiones culturales y artísticas del Distrito Capital. 
 

A C U E R D A: 
 
ARTICULO PRIMERO: Reconocer como actividad de interés cultural  “El Festival  de Cine 
de Bogotá”, que se realiza en la Capital de la República cada año en el mes de octubre 
desde el año 1984, en el cual se integran los diversos géneros y tendencias del cine, que 
contribuyen al desarrollo cultural de la población, propician la sana recreación, el 
entretenimiento y el buen uso del tiempo libre, animando el entendimiento y la tolerancia 
entre Bogotá y las demás regiones del país. 
 
ARTICULO SEGUNDO: La Administración Distrital a través de la Secretaría Distrital de 
Cultura Recreación y Deporte, podrá apoyar y acompañar la actividad de que trata el 
artículo anterior dentro del marco de sus competencias y conforme a los procedimientos y 
lineamientos previstos en el Programa Distrital de estímulos del Sector Cultura, Recreación 
y Deporte. 
 
 
ARTICULO TERCERO: El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación. 
 
 
Se expide en Bogotá D.C., a los        días del mes de         de   2019 
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PROYECTO DE ACUERDO N° 268 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE  EN LA SECRETARIA DE SALUD EL 
PROYECTO   DE APOYO  AL DERECHO A LA PROCREACION EN LAS MUJERES 

CON ENDOMETRIOSIS” 
 
 
EXPOSICION DE MOTIVOS 
 
La endometriosis es una enfermedad que afecta a las mujeres durante su vida reproductiva, 
ésta  viene  creciendo de forma acelerada en el mundo, por lo que es necesario  que se 
tomen  las medidas  necesarias para alertar y a la vez  generar mecanismos de control, 
educación, prevención y atención  a las mujeres, esta  enfermedad afecta en promedio al 
15 % de las mujeres en edad fértil, un 30% de las mujeres con esterilidad y un 50% de las 
pacientes en las que coexiste esterilidad y dolor pélvico crónico. 
La endometriosis es un problema que afecta el útero de la mujer y  su  salud reproductiva, 
muchas mujeres desconocen  esta enfermedad, lo que la hace más grave,  esta se produce  
cuando el tipo de tejido que normalmente recubre el útero, crece en otro lugar como en los 
ovarios, detrás del útero o incluso en el intestino o la vejiga, lo que causa dolor en el 
abdomen, la parte baja de la espalda o en las áreas pélvicas, ocasionando períodos 
menstruales muy abundantes y generando infertilidad. 

Es tal el daño de la endometriosis en la arquitectura del útero, los ovarios y las trompas que 
hoy en día podemos aseverar que el 70% de las mujeres con trastornos de fertilidad 
padecen algún grado de la enfermedad. El compromiso para la fertilidad puede aparecer 
en cualquiera de sus cuatro grados: mínima, leve, moderada y severa. Se podría pensar 
que en la paciente que tiene pocos focos el compromiso de dolor o para la reproducción no 
es tan severo. Pero no es así. La endometriosis no respeta esa afectación y en casos leves 
en el diagnóstico endoscópico, puede haber mucha sintomatología mientras que en los 
severos podría no ser tan marcada. 

Se estima que entre el 25 y el 50% de las mujeres infértiles sufren endometriosis, una 
afección que puede tardar varios años en diagnosticarse, y para la que existen diversas 
opciones terapéuticas. 
 
Según estadísticas de la Asociación Colombiana de Endometriosis e Infertilidad   una  de 
cada diez  mujeres entre los 25 y los 35 años  Sufre de esta enfermedad, con base a las 
estadísticas del DANE  para el 2017 en Bogotá esta  cifra asciende  72.546 mujeres. 
 
PROYECCIONES DE POBLACION 2005 – 2017  
TOTAL POR SEXO Y GRUPO DE EDAD ENTRE 25 AÑOS HASTA 35 AÑOS, EN LA 
CIUDAD DE BOGOTÁ. 
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Fuente: DANE. 

La idea del presente proyecto  de acuerdo es  generar mecanismos de prevención, 
detección y atención de esta enfermedad en la población de mujeres más vulnerables y de 
escasos recursos, pues evidente que el  mayor registro de padecimiento de la  enfermedad 
está asociada a  la condición de pobreza de las mujeres pues por su condición no pueden 
acceder a  diagnóstico y tratamiento  de esta enfermedad. 
 
OBJETIVO DEL PROYECTO DE ACUERDO 
 
El principal objetivo de esta iniciativa es minimizar  por medio de la prevención, promoción 
y atención la afectación  que tiene una enfermedad como la endometriosis  en las mujeres 
de nuestra ciudad, busca prevenir  que esta enfermedad siga teniendo incidencia en la 
salud reproductiva de las mujeres  que sin saberlo empiezan a padecer esta enfermedad, 
así mismo atender  y  prestar el tratamiento necesario a las mujeres que la están 
padeciendo con el fin de mejorar su calidad de vida. 
 
MARCO JURIDICO 
 
Constitución Política de Colombia 
 

ARTICULO   2. Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, promover la 
prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que los 
afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la Nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica 
y la vigencia de un orden justo. 

 Año Total Hombres Mujeres 

Población de 
Mujeres que 
Sufren de 
Endometriosis 
(10%) 

2005 1.253.567 599.237 654.330 65.433 
2006 1.279.160 611.077 668.083 66.808 
2007 1.307.308 623.885 683.423 68.342 
2008 1.335.687 636.860 698.827 69.883 
2009 1.360.837 648.850 711.987 71.199 
2010 1.380.673 659.171 721.502 72.150 
2011 1.395.785 668.085 727.700 72.770 
2012 1.405.534 675.222 730.312 73.031 
2013 1.411.424 681.165 730.259 73.026 
2014 1.416.140 686.975 729.165 72.917 
2015 1.421.576 693.364 728.212 72.821 
2016 1.427.076 700.202 726.874 72.687 
2017 1.432.829 707.370 725.459 72.546 
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Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las personas 
residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias, y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 

ARTICULO   13.  Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y 
oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o 
familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

El Estado  promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado  protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, 
física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los 
abusos o maltratos que contra ellas se cometan. 

ARTICULO 49. La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos 
a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 
promoción, protección y recuperación de la salud. 

LEY ESTATUTARIA 1551 DE 2015. POR MEDIO DE LA CUAL SE REGULA EL 
DERECHO FUNDAMENTAL A LA SALUD Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto garantizar el derecho fundamental a 
la salud, regularlo y establecer sus mecanismos de protección. 

Artículo 2°. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a la salud. El derecho 
fundamental a la salud es autónomo e irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 

Comprende el acceso a los servicios de salud de manera oportuna, eficaz y con calidad 
para la preservación, el mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará 
políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el acceso a las actividades 
de promoción, prevención, diagnóstico, tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las 
personas. De conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su prestación como 
servicio público esencial obligatorio, se ejecuta bajo la indelegable dirección, supervisión, 
organización, regulación, coordinación y control del Estado. 

DECRETO 2968 DE 2010. Por el cual se crea la Comisión Nacional Intersectorial para 
la Promoción y Garantía de los Derechos Sexuales y Reproductivos. 

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene por objeto crear la Comisión Nacional 
Intersectorial para la Promoción y Garantía de los Derechos Sexuales y Reproductivos con 
el fin de armonizar las políticas orientadas a la formulación e implementación de planes 
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programas y acciones necesarias para la ejecución de las políticas relacionadas con la 
promoción y garantía de los derechos sexuales y reproductivos. 

Acuerdo 645 de 2016 Plan de Desarrollo Distrital Bogotá para Todos. 

Artículo 17. Atención integral y eficiente en salud 

 El objetivo de este programa es el desarrollo conceptual, técnico, legal, operativo y 
financiero de un esquema de promoción de la salud y prevención de la enfermedad, a partir 
de la identificación, clasificación e intervención del riesgo en salud, basándose en un 
modelo de salud positiva, corresponsabilidad y autocuidado, riesgo compartido, salud 
urbana y en una estrategia de Atención Primaria en Salud Resolutiva, que se soporta en 
equipos especializados que ofrecen servicios de carácter esencial y complementario y que 
cubren a las personas desde el lugar de residencia hasta la institución hospitalaria, pasando 
por los Centros de Atención Prioritaria en Salud y un esquema integrado de urgencias y 
emergencias. 
 
JUSTIFICACION DEL PROYECTO DE ACUERDO 
 
Teniendo en cuenta que los derechos sexuales y reproductivos son una parte fundamental 
de los Derechos Humanos y se encuentran desarrollados, tanto en la Constitución Política 
de Colombia de1991, como en diferentes Pactos, Conferencias, Convenios y Convenciones 
Internacionales, así mismo la Organización Mundial de la Salud considera la infertilidad 
como una  enfermedad del sistema reproductivo, es necesario que el Concejo de Bogotá 
adopte las medidas necesarias para  atender   a las mujeres que padecen esta enfermedad, 
la jurisprudencia  ha reconocido  que el derecho a la salud  debe atender   y adoptar 
acciones afirmativas tendientes a  garantizar este derecho. 
 
JURISPRUDENCIA . Sentencia T-528/14 
 
En este fallo Sin embargo, la Corte sostuvo que, tras 23 años de la Constitución de 1991, 
la salud reproductiva sigue siendo un “derecho en donde puede reconocerse una 
insuficiencia de regulación y una opacidad de la jurisprudencia de la Corporación, que en 
la actualidad merece ser tomado en consideración, máxime cuando la disponibilidad del 
servicio en relación con los centros de fertilidad ha aumentado en el país en comparación 
con la década anterior”. 
 
 DERECHO A LA REPRODUCCION HUMANA Y DERECHO FUNDAMENTAL A LA 
SALUD EN SU FACETA DE SALUD REPRODUCTIVA. 

  
La infertilidad se reitera, es considerada por la Organización Mundial de la Salud como una 
enfermedad del sistema reproductivo que afecta la salud de las personas que la sufren.  Si 
bien, la Sala reconoce que esta enfermedad no involucra gravemente la vida y, no 
necesariamente, la dignidad o a la integridad personal, en un aspecto determinante de la 
condición general de la salud, sí puede interferir negativamente en otras dimensiones 
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vitales cuando la paternidad/maternidad hace parte del proyecto de vida de la persona o la 
pareja.  Esta situación pone en evidencia que hay una dimensión prestacional del derecho 
a la salud en la cual no se ha avanzado en lo absoluto, y que deja desprotegido a un sector 
de la población que demanda servicios médicos para el tratamiento de su infertilidad, como 
lo tiene para otra cualquier causa de salud.  Así las cosas, el Estado debe adoptar acciones 
afirmativas tendientes a incluir en el sistema de seguridad social en salud técnicas o 
procedimientos de reproducción asistida, como es el caso de la fertilización in vitro, por 
constituir servicios médicos que pueden ayudar a superar esta afectación en la 
salud reproductiva del paciente. No hacerlo, puede resultar violatorio de los derechos 
fundamentales a la salud, la integridad personal y la vida digna de las personas. Para 
precisar esta última idea, y teniendo presente que estamos ante un área de la salud que 
tiene sus particularidades, entre otras cosas, porque involucra una cantidad de dimensiones 
del entorno humano, no puede en términos generales concluirse que toda negativa de 
acceso a la realización de tratamientos de fertilidad vulnera derechos fundamentales, pues 
debe atenderse a las circunstancias personales de quien solicita este servicio de salud.  No 
es lo mismo, que el tratamiento de fertilidad lo requiera una pareja que ya tiene hijos, al 
menos uno, y ha materializado su derecho a la reproducción humana y a fundar una familia, 
a que sea solicitado por una pareja en edad reproductiva que no ha logrado hacer realidad 
su deseo de ser padre biológico/madre biológica, debido a la infertilidad que afecta su salud 
reproductiva.  Es claro que en el segundo evento descrito, las personas se encuentran en 
un nivel de afectación mayor al que se enfrenta en el primero y que la negativa de acceso 
al servicio de salud supone una carga desproporcionada, toda vez que implica una 
restricción para hacer efectivos los derechos a la reproducción humana, la libertad y la 
autodeterminación, al libre desarrollo de la personalidad, la intimidad personal y familiar, y 
a la libertad para fundar una familia.  Lo anterior, es indicativo de que hay una gran ausencia 
del Estado en la atención de la infertilidad.. 
 
 
IMPACTO FISCAL 
 
De conformidad con lo anterior y en cumplimiento del Artículo 7° de la Ley 819 de 2003, es 
de precisar que la presente iniciativa, no genera un impacto fiscal que implique una 
modificación en el marco fiscal de mediano plazo, en la medida en que los recursos 
necesarios están incluidos en la disponibilidad presupuestal y fueron proyectados recursos 
para éste fin dentro del marco del Plan de Desarrollo Nacional y Plan de Desarrollo Distrital 
2016-2020 Bogotá mejor para todos, de la siguiente manera : 
 
Presupuesto  2015 Fondo Financiero e Salud, en los programas  Atención Integral y 
eficiente en salud, Código 3-3-1-15-01-09  tiene un presupuesto de S1.780.662.932000, 
Programa Aseguramiento Social Universal en Salud, Código 3-3-1-15-01-09-1184 tiene un 
presupuesto de $1.252.887.191.000; Programa Atención a la Población pobre no 
asegurada Código 3-3-1-15-01-09-1185, tiene un presupuesto de $253.542.268.000. 
 
Por todas las consideraciones anteriores, presentamos ante la Corporación esta iniciativa 
por ser de interés y conveniencia para consolidar  el derecho  a  la salud y a los derechos 
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sexuales y reproductivos, basado en la atención primaria y las redes integradas de servicios 
para desarrollar acciones que contribuyan a mejorar la calidad de vida y la salud, con 
énfasis en los derechos de la mujer  del Distrito Capital. 
 
 
Cordialmente, 
 
 
 
 
ÁLVARO ARGOTE MUÑOZ      CELIO NIEVES HERRERA    
Concejal de Bogotá                               Concejal de Bogotá 
 
 
 
 
MANUEL SARMIENTO ARGUELLO      XINIA NAVARRO PRADA 
Concejal De Bogotá                               Concejal de Bogotá 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 
EDICIÓN  2897 JUNIO 17 DEL  AÑO 2019                 ANALES DEL CONCEJO DE BOGOTÁ, D.C. 
 
 
 
 
 

 
 
 
 

4731 

PROYECTO DE ACUERDO N° 268 DE 2019 
 

PRIMER  DEBATE 
 

“POR MEDIO DEL CUAL SE ESTABLECE  EN LA SECRETARIA DE SALUD EL 
PROYECTO   DE APOYO  AL DERECHO A LA PROCREACION EN LAS  MUJERES 

CON ENDOMETRIOSIS” 
  

EL CONCEJO DE BOGOTÁ D.C., 
 
 
En ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el 
numeral 14 del artículo 12  del Decreto Ley 1421 de 1993, 
  

 
CONSIDERANDO: 

  
 

1. Que el Derecho a la Vida es un Derecho Fundamental. 
2. Que es un mandato legal trabajar por la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer. 
3.  Que la Organización Mundial de la Salud considera  a la infertilidad como  una 

enfermedad, del sistema reproductivo, que afecta la salud de las personas que la 
sufren.  

4. Que es deber del Concejo de Bogotá velar porque se haga efectivo el objetivo de 
superar la segregación y la discriminación social que restringe el acceso a 
condiciones de salud adecuada para el desarrollo óptimo de las personas residentes 
en el Distrito Capital. 

 
ACUERDA: 

  
ARTÍCULO PRIMERO: La Administración Distrital a través de la Secretaría Distrital de 
Salud, en coordinación con los demás sectores de la administración y del sistema de salud 
y seguridad social, adoptarán las políticas  necesarias,  progresivamente, para la oportuna 
y eficiente promoción y prevención, que garantice la atención, diagnóstico,  tratamiento, 
rehabilitación y cuidado de las mujeres propensas o que padezcan de Endometriosis. 
 
Parágrafo. La progresividad  de que habla el presente artículo hace relación a la atención 
prioritaria de las mujeres en condición de vulnerabilidad socioeconómica y social. 
 
ARTÍCULO SEGUNDO: La Secretaria Distrital de Salud adoptará e implementará la ruta 
de atención  que garantice la efectividad de avanzar  en este derecho  natural  de las 
mujeres a la maternidad de acuerdo a la Constitución y los tratados internacionales 
adoptados por Colombia. 
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ARTICULO TERCERO : Para el cumplimiento de lo ordenado  en el presente Acuerdo se 
garantizará el concurso interinstitucional de las entidades del Distrito y de alianzas 
intersectoriales, de manera especial entre la Secretaría Distrital de Salud, Secretaria 
Distrital de Integración Social, Secretaría Distrital de Educación y Secretaría  de la Mujer, 
en coordinación con los demás sectores de la administración y del sistema de salud y de 
seguridad social , entre otras, con el fin de establecer los protocolos y guías de atención 
estándar que fortalezcan las acciones de promoción y prevención de  esta enfermedad. 
 .  
ARTÍCULO CUARTO: Las entidades distritales que hagan parte de los programas y 
proyectos relacionados con el presente Acuerdo, deberán publicar en la página web, de 
forma clara, concreta, permanente y de fácil acceso, la información correspondiente a las 
acciones que adelanten encaminadas s la atención y prevención de esta dolencia de las 
mujeres.. 
 
ARTICULO QUINTO: La Administración Distrital dispondrá anualmente de  los recursos 
presupuestales necesarios y pertinentes para la implementación de las acciones de que 
trata el presente Acuerdo de conformidad con lo establecido en el Acuerdo 645 de 2016 
Plan Distrital de Desarrollo en el marco presupuestal dentro  de los programas contenidos 
en el Plan de Desarrollo como: Atención Integral y eficiente en salud, Aseguramiento Social 
Universal en Salud y  Atención a la Población pobre no asegurada. 
  
ARTÍCULO SEXTO: El presente Acuerdo rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las normas que le sean contrarias. 
  
 
 
 
 

PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE. 
 
 

  


